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1. Introducción 
 

1.1. Objetivo 

 

Esta tesina tiene por finalidad analizar la jurisprudencia de los tribunales de juicio oral en lo 

penal y los criterios adoptados por los juzgados de garantía que han conocido de los casos de 

violaciones a los derechos humanos cometidas por funcionarios públicos en el contexto del 

denominado estallido social ocurrido en Chile entre el 18 de octubre de 2019 y el 17 de marzo 

de 20201.  

Habiendo transcurrido cuatro años desde las movilizaciones y protestas a gran escala 

ocurridas en el país, es oportuno revisar en detalle las sentencias condenatorias que han sido 

dictadas a la fecha, y que han sancionado a funcionarios que incurrieron en actos de violencia 

estatal en desmedro de la población civil.  

En 2021 el Ministerio Público informó que se habían registrado 8.531 casos de violencia 

institucional, afectando a 9.630 víctimas2. El Instituto Nacional de Derechos Humanos 

(INDH) ha señalado que, del total de 3.216 querellas interpuestas por violencia estatal, tan 

sólo se han dictado 33 sentencias condenatorias3.  

Los delitos comprendidos en tales casos corresponden, en su mayoría, a los previstos en 

los artículos 150 A, 150 B, 150 C, 150 D y 150 E del Código Penal, es decir, diversos tipos 

de apremios ilegítimos a torturas, detenciones ilegales, abusos sexuales, lesiones de variada 

categoría, cuasidelitos de homicidio y homicidio4. 

 

1.2. Metodología 

 

Desde un punto de vista metodológico, esta tesina combina los métodos documental y 

dogmático. De las 33 sentencias condenatorias dictadas en los últimos cuatro años por 

violencia de agentes estatales ejercida en desmedro de la ciudadanía, se ha seleccionado una 

muestra de 14 sentencias (equivalente al 42% del total de sentencias condenatorias dictadas)5. 

Tales sentencias fueron proporcionadas por el INDH6. Entre los casos analizados, dos han 

llamado la atención de la opinión pública: Fabiola Campillay, actual senadora por Santiago, 

quien perdió la visión en ambos ojos, y Mario Acuña. Otros dos casos son bien conocidos, 

pero se ha descartado su análisis porque no se ha dictado sentencia condenatoria: el caso de 

Gustavo Gatica, quien también perdió la visión en ambos ojos, se encuentra en tramitación, 

y la causa de Alex Núñez, víctima de homicidio, ha sido desformalizada.   

 

1  El marco temporal corresponde al período comprendido entre el día en que las protestas alcanzaron los 

niveles más altos de violencia en esos días, incluyendo la quema y destrucción de numerosas estaciones del 

Metro de Santiago, hasta la fecha en que se decretó el estado de excepción por la pandemia global por Covid 

19, y que, entre otras medidas, restringió la circulación de la población en la vía pública. Similar criterio 

investigativo ha sido planteado por FARÍAS ET AL. (2023). 
2  MINISTERIO PÚBLICO (2021), p. 1. 
3  INDH (2023).  
4  Por su relevancia, en el Anexo 1 se reproducen los artículos 150 A, 150 B, 150 C, 150 D y 150 E del Código 

Penal.  
5  Las 14 sentencias condenatorias seleccionadas se encuentran identificadas en la Figura 1 (infra § 3.1).  
6  Agradezco al abogado del INDH, Sr. Julio Cortés, su colaboración al facilitarme información crucial para 

la búsqueda y desarrollo de esta investigación.  
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El análisis de las 14 sentencias seleccionadas debería permitir formarse una visión general 

y preliminar de la jurisprudencia que ha sido dictada con ocasión de la violencia estatal, y de 

esa manera comprender las opiniones vertidas por los jueces al resolver los casos. El método 

process tracing debiera contribuir a comprender en detalle los procedimientos llevados a 

cabo en tales causas y develar cuáles fueron los motivos que llevaron a los jueces a fallar de 

cierta forma y los motivos que tuvieron a la vista al momento de asignar las penas 

correspondientes. 

 

1.3. Limitaciones 

 

Cabe explicitar que la investigación llevada a cabo ha asumido un conjunto de limitaciones. 

En primer lugar, se redujo el criterio de búsqueda de las sentencias emanadas por los 

tribunales a sólo aquellas que fueron condenatorias, excluyendo del análisis a las sentencias 

absolutorias. El principal motivo por el cual se ha optado por limitar el radio de revisión 

jurisprudencial dice relación con la extensión de la investigación. En segundo término, 

también se ha optado por no indagar respecto de aquellas causas penales referidas a violencia 

institucional en el estallido social y que, sin embargo, se han mantenido en estado de reserva 

en el Poder Judicial. La decisión de descartar estas causas de la sistematización obedece a la 

imposibilidad de acceder a tales sentencias.  

Cabe señalar que se efectuaron visitas a diversos organismos públicos con la intención de 

conocer sus sistemas de registro y documentación, y además explorar la existencia de 

antecedentes adicionales a aquellos que han informado en sus respectivos sitios Web 

institucionales. Afortunadamente, esta investigación ha sido posible gracias a la colaboración 

oportuna del INDH. No obstante, las visitas realizadas a las sedes de la Corte Suprema, la 

Defensoría Penal Pública y la Fiscalía Nacional del Ministerio Público no fueron 

provechosas, principalmente por la falta de acceso público a los sistemas de archivos.  

Con todo, estas limitaciones y dificultades no entorpecieron la posibilidad de formarse 

una opinión certera sobre la jurisprudencia emanada por parte de nuestros tribunales de 

justicia, pues el material revisado permite comprender los razonamientos judiciales en los 

casos de violencia institucional que acontecieron durante los meses del estallido social en 

Chile. 

 

2. Antecedentes 
 

2.1. Estallido social y violencia institucional 

 

En octubre de 2019, durante el segundo mandato del expresidente Sebastián Piñera, en Chile 

se llevó a cabo un fenómeno social denominado “Estallido social”. Una revuelta que surgió 

como respuesta a la acumulación de medidas y comentarios que provocaron reacciones 

adversas en una sociedad dispar. Las demandas por una mejor calidad de vida en aspectos 

educativos, de salud, pensiones, entre otros, que no fueron satisfactoriamente abordados por 

los siete Gobiernos de turno desde el retorno a la democracia en 1990 en adelante, provocaron 

que la brecha de desigualdad en Chile se acentuara aún más7. 

 
7 CIPER (2019). 
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El punto de quiebre fue el alza de 30 pesos en el transporte público (alcanzando los 830 

pesos por pasaje). Los comentarios desafortunados de líderes políticos, como los del 

exministro de Economía Juan Andrés Fontaine, en que instaba a la población a levantarse 

más temprano para aprovechar las tarifas bajas, fueron una provocación8. Luego del 18 de 

octubre de 2019, las manifestaciones convocadas semanalmente fueron ganando fuerza con 

una mayor participación de la ciudadanía en diversas ciudades del país. Las evasiones 

realizadas por las y los estudiantes en las estaciones de Metro fueron una manera de protestar 

en contra de las desigualdades e injusticias estructurales9. 

Fue tal la convocatoria que el 25 de octubre de 2019 más de un millón de personas se 

conglomeró en una única manifestación en el sector de la Plaza Baquedano y sus 

alrededores10. Por otro lado, hubo ciertos grupos de personas que se expresaron por medio 

de vandalismo, destrozos y enfrentamientos contra las fuerzas de orden del país, opacando el 

verdadero sentido de las marchas. Los llamados a movilizarse fueron numerosos, y las redes 

sociales cumplieron un rol crucial a la hora de visibilizar las consecuencias de los 

enfrentamientos con las policías. 

A partir del 18 de octubre de 2019, la violencia en las calles escaló con mayor intensidad, 

estaciones de Metro fueron incendiadas, el saqueo de locales y la instalación de barricadas 

en las principales avenidas del país generó un ambiente de enfrentamientos violentos. La 

respuesta de las fuerzas armadas fue inmediata. La dictación del decreto presidencial que 

estableció el estado de excepción constitucional de emergencia significó el despliegue de 

tropas de las fuerzas armadas en las ciudades con más conflictividad y violencia11. 

Lamentablemente se incurrió en detenciones arbitrarias, disparos con munición letal y balas 

de metal recubiertas con un bajo porcentaje de goma12. El uso indiscriminado de la fuerza 

por parte de agentes estatales dejó como resultado lesiones de diversa gravedad en personas 

que principalmente se encontraban en la vía pública, incluyendo traumas oculares e incluso  

muertes13. 

No ha sido fácil categorizar a las víctimas, y habiendo transcurrido cuatro años desde los 

hechos, se encuentra en desarrollo en la Subsecretaría de Derechos Humanos la construcción 

del Catastro Central de Víctimas (CCV) y Registro Único de Víctimas (RUV) de Violencia 

Institucional14. Fue tal la desproporción respecto al uso indiscriminado de armas 

antidisturbios que diversos abogados interpusieron recursos de protección con el fin de 

impedir el uso de dichas armas y proyectiles15. En los escritos se argumentó que el número 

de heridos por trauma ocular producto de proyectiles balísticos antidisturbios aumentó 

considerablemente, y que, además de los daños físicos, sociales y emocionales, se produjo 

una emergencia sanitaria que no acabaría sin la prohibición expresa de dicho armamento16. 

 
8  CNN (2019). 
9  QUINTANA (2021), p. 46. 
10  BBC (2019). 
11  HRW (2019). 
12  U. DE CHILE (2019). 
13  CNN (2021). 
14  Debo este alcance al profesor Hugo Rojas, académico responsable de la elaboración del informe 

“Construcción del Catastro Central de Víctimas y del Registro Único de Víctimas de Violencia Institucional 

en 2019 y 2020, a partir de los expedientes judiciales”, junto a un equipo de estudiantes de la Universidad 

Alberto Hurtado y de la Universidad de California.    
15  A modo de ejemplo, véase el recurso de protección ROL 172790-2019, en la Corte de Apelaciones de 

Santiago. 
16  Id., p. 7. 
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2.2. Estadísticas de denuncias, querellas y sentencias 

 

En 2021, el Ministerio Público informó sobre las situaciones de violencia institucional y el 

avance de sus investigaciones, dando a conocer un total de 8.630 víctimas y 8.581 casos de 

violencia institucional17. De acuerdo con el mapa interactivo de violaciones a los derechos 

humanos proporcionado por el INDH, se registraron 6.807 hechos de violencia, de los cuales 

3.184 resultaron en querellas interpuestas en su mayoría contra funcionarios de Carabineros 

(93%), seguido por el Ejército (4%) y la PDI (2%)18. La mayoría de tales querellas se refieren 

a actos de violencia física en contra de las víctimas. Además, se mencionan casos de violencia 

sexual, psicológica y otros tipos de violencia. Sobre la violencia física se ha constatado que 

la mayoría de los casos tienen relación directa con “actos de tortura o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes.”19 Tales hechos son constitutivos de delitos, al encontrarse la 

mayoría de esas conductas tipificadas en el Código Penal. En este cuerpo normativo se 

regulan delitos cometidos por funcionarios públicos20.  

Cabe mencionar que el uso de armamento antidisturbios contra la población chilena fue 

motivo de acusación en contra del expresidente Sebastián Piñera por la comisión de crímenes 

de lesa humidad, según lo establecido en la Ley N° 20.357.21 

 Al 2021, el Ministerio Público había cerrado 3.050 causas por falta de pruebas o por no 

haber podido tomar contacto con las víctimas de delitos de violencia institucional22. El 

número total de causas cerradas por motivos similares al día de hoy se desconoce. Sin 

embargo, a la fecha sólo se han dictaminado 33 sentencias condenatorias y 6 sentencias 

absolutorias contra agentes del Estado23.  

 

2.3. Detenciones ilegales y recursos de amparos 

 

En comparación con períodos anteriores, durante los meses del estallido social aumentó 

considerablemente el número detenciones en cada una de las regiones del país24. La 

Dirección de Estudios de la Corte Suprema elaboró el documento titulado “El rol del Poder 

Judicial en el conocimiento de las acciones judiciales relacionadas al estallido social”, 

informando que de 88.997 imputados que pasaron a audiencia de control de la detención 

entre octubre de 2019 y enero del 2020, se declararon ilegales las detenciones de 1.956 

personas (2,2%).25 

Un mecanismo efectivo para defender los derechos de quienes son detenidos ilegalmente 

corresponde al recurso de amparo. Este recurso tiene por finalidad que “el afectado sea 

 
17  MINISTERIO PÚBLICO (2021), p. 1. 
18  INDH (2023). 
19  FARÍAS ET AL. (2023). 
20  Respecto de los empleados públicos se encuentran tipificados delitos que pueden afectar la probidad 

administrativa, la confianza pública, el buen funcionamiento de la administración pública, la recta 

administración de justicia y las garantías constitucionales. 
21  CNN (2023). 
22  CIPER (2021). 
23  Debo este antecedente al Sr. Julio Cortés (correo electrónico de 26 de octubre de 2023), citado con 

autorización. 
24  FARÍAS ET AL. (2023). 
25  PJUD, p. 21. 
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llevado frente al juez para que se revise la legalidad de la privación de libertad.”26 En aquellos 

casos en que el juez determina la ilegalidad de la detención, la persona detenida debe ser 

puesta en libertad de manera inmediata. 

Una particularidad de este recurso es que no necesariamente debe ser la persona detenida 

quien puede interponer este recurso frente a un juez, sino que puede ser interpuesto por 

cualquier individuo, sin necesidad de ser abogado ni tener que cumplir con mayores 

formalidades. El artículo 21 de la Constitución Política de la República establece 

implícitamente los requisitos tanto para interponer un recurso de amparo como de 

protección27. Si bien este mecanismo puede ser considerado de poca relevancia ante la 

masividad de las detenciones durante el estallido social, lo cierto es que fue efectivo para 

salvaguardar los derechos individuales de aquellas personas que sufrieron alguna privación 

ilegal de su libertad. 

Un ejemplo de la pronta aplicación del recurso de amparo se materializó en el caso de un 

joven de 18 años que recibió en su cabeza el impacto de una bomba lacrimógena, siendo 

trasladado a una comisaría y sufriendo golpes y vejaciones por parte de las fuerzas especiales 

de Carabineros.28 Por medio de un simple llamado telefónico, un abogado del Instituto 

Nacional de Derechos Humanos (INDH), en su calidad de representante de la víctima, alertó 

a un Juez de Garantía acerca del procedimiento ilegítimo. Habiendo analizado los hechos, el 

juez determinó que la actuación del abogado constituía una efectiva interposición de recurso 

de amparo en favor del joven detenido. El mismo día el Juez de Garantía decretó la libertad 

del joven de 18 años por haber sido víctima de “golpes que le provocaron lesiones y apremios 

ilegítimos por parte de agentes del Estado”, junto con la “escasa gravedad” del delito que se 

le estaba imputando29. 

 

3. Análisis de las sentencias condenatorias 
 

3.1.  Identificación y descripción de las sentencias seleccionadas 

 

Los casos seleccionados abarcan situaciones de violencia institucional en un contexto de 

manifestaciones y revueltas sociales. Es importante considerar el entorno que rodea los 

 
26  BCN (2016). 
27  Art. 21 de la Constitución: “Todo individuo que se hallare arrestado, detenido o preso con infracción de lo 

dispuesto en la Constitución o en las leyes, podrá ocurrir por sí, o por cualquiera a su nombre, a la 

magistratura que señale la ley, a fin de que ésta ordene se guarden las formalidades legales y adopte de 

inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la 

debida protección del afectado. 

Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia y su decreto será precisamente 

obedecido por todos los encargados de las cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, 

decretará su libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición 

del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, y corrigiendo por sí esos defectos o dando 

cuenta a quien corresponda para que los corrija. 

El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufra 

cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad 

individual. La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los incisos anteriores que 

estime conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado.” 
28  RIT 18667-2019. 
29  Ibidem. 
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hechos acontecidos, incluyendo los momentos previos a la vulneración sufrida por la víctima, 

la afectación misma, y los instantes posteriores en retenes móviles, comisarías, otros 

establecimientos o lugares. 

 
Figura 1. Identificación de las causas judiciales 

N° Víctima Condenado Rol Tribunal 

I 1. Rodrigo Ignacio Zamorano Toledo  
1) Ignacio Alejandro Elgueta Ancalaf 

23-2022 
TOP Puerto 

Montt 2) Jorge Iván Medina Andrade 

II 2. Esteban Carter Anguita  3) Juan Gabriel Maulén Báez 957-2020 JG Rancagua 

III 3. Carlos Javier Astudillo Ulloa 4) Pedro Gonzalo Lavín Villalobos 52-2022 TOP Colina 

IV 4. Gabriel Ignacio Arias Soto  5) Víctor Andrés Torres Aguayo 70-2021 TOP Concepción 

V 
5. Manuel Alejandro Rebolledo 

Navarrete 
6) Leonardo Esteban Medina Camaño 116-2021 TOP Concepción 

VI 
6. Leo Ester Tulleres Cabrera 

7. Nicole Danissa Cisterna Aguirre  
7) Nadia Belén Muñoz Cornejo 433-2022 

TOP Viña del 

Mar 

VII 8. Constanza Fernanda Parra Parra 
8) Francisco Alejandro Paredes 

Navarrete 
890-2020 JG Chillán 

VIII 
9. Claudio Muñoz Dorn  

10. Tomás Gallardo Eguiguren 

9) Ignacio Andrés Henríquez 

Rodríguez 

10) Alexis Sebastián de Jesús 

Sepúlveda Sazo 

11) Rubén Andrés Gajardo González 

12) Hugo Alejandro González Vidal 

13) Sebastián Alexander Muñoz 

Villavicencio 

3847-2019 10° JG Santiago 

IX 11. Aracely Andrea Cabello Aguilera 14) Alejandro Andrés Orellana Vera 7578-2021 JG San Antonio 

X 12. Mario Rigoberto Acuña Martínez   

15) Henry Giovanny Cuellar Vega 

16) Víctor Antonio Lastra Marguirott 

17) Juan Ricardo Rosales Apablaza 

307-2022 
TOP San 

Bernardo 

XI 13. Sergio Alejandro Subiabre Tapia 18) Mario Alejandro Guzmán Yuri 15183-2019 JG Viña del Mar 

XII 

14. Rolando Robledo Vergara 

15. César Véliz Cortés  

16. Romario Wladimir Veloz Cortés 

19) José Santiago Faúndez Sepúlveda 

20) Milovan Rojas Barrera 

21) Carlos Robledo Olguín 

22) José Andrés Arenas Mancilla 

170-2022 (R) TOP La Serena 

XIII 17. Fabiola Andrea Campillay Rojas 23) Patricio Javier Maturana Ojeda 60-2022 (R) 
TOP San 

Bernardo 

XIV 18. Benjamín Max Huerta Escobar  24) Hugo Raúl Navarro Corvalán 50-2020 (R) TOP Ovalle 

Elaboración propia. 

 

Una característica de todos los casos analizados es que la base de la violencia hacia las 

víctimas fue la fuerza física, aunque acompañada por otras acciones como violencia verbal, 

psicológica y humillaciones. El orden de los hechos relevantes de cada causa se llevó a cabo 

por medio de un catálogo de acciones realizadas por los funcionarios públicos. En esta 

investigación se analizan 14 causas judiciales, que se refieren a 24 imputados, algunos de los 

cuales se les atribuye más de una acción ilícita. 

De la lectura de las sentencias es posible apreciar patrones comunes de hechos relevantes, 

siendo los más frecuentes los golpes con patadas y puños hacia las víctimas, configurando 

un total de 10 de los 14 casos. En estos eventos, las víctimas además de ser violentadas se 

encontraban en una situación de vulnerabilidad e inferioridad frente a sus agresores, sin 

capacidad de defenderse, ya sea estando tirados en el suelo30 o siendo agredidos por 

funcionarios dentro de las tenencias de fuerzas de orden31. De manera similar, un funcionario 

policial, después de golpear a la víctima hasta provocarle heridas sangrantes, utilizó a la 

 
30  Vid. Sentencia ROL 7578-2021. 
31  Vid. Sentencia ROL 3847-2019. 
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víctima como ‘escudo humano’ para repeler posibles proyectiles lanzados por 

manifestantes32. 

El segundo patrón recurrente fue el uso de armas de fuego, escopetas antidisturbios y 

carabinas lanza gases, totalizando 11 casos. De estos, un par incluyeron pistolas marca 

Taurus, una de 9x19 mm33 y la otra, una magnum modelo Tracker calibre .35734, provocando 

lesiones en las piernas y pelvis de las víctimas. Fueron tres los casos en que se usaron 

carabinas lanza gases, las que en dos casos apuntaron directamente a las víctimas e 

impactaron en sus cabezas35. Le siguen cinco casos en los que funcionarios del Ejército 

hicieron uso de fusiles de guerra con munición letal, y en de los cuales un transeúnte resultó 

muerto36. Adicionalmente, se contabiliza un caso de uso de escopeta antidisturbios con 

munición de perdigones hacia manifestantes37. 

Un tercer patrón identificado fue el uso de elementos de disuasión como gas pimienta, 

bastón isomer o “luma” y un palo. Adicionalmente, se analizó un caso en el que un militar 

que conducía un camión de transporte atropelló a una persona, causándole la muerte38. 

En cuanto a la afiliación institucional de los imputados, 18 de ellos pertenecían a 

Carabineros de Chile, cinco al Ejército y uno a la Armada. 

El delito más frecuente y que resultó en la mayor cantidad de sentencias fue el sancionado 

en el artículo 150 letra D del Código Penal, que refiere a ordenar o consentir la aplicación de 

apremios ilegítimos39. De la totalidad de los casos, solo uno obtuvo una sentencia por un 

delito no tipificado en el Código Penal, sino en el Código de Justicia Militar, en su artículo 

330 N°2.40 

 
32  Sentencia ROL 23-2022, p. 39. 
33  Sentencia ROL 70-2021. 
34  Sentencia ROL 50-2020. 
35  Sentencia ROL 957-2020 y Sentencia ROL 60-2022. 
36  Sentencia ROL 170-2022. 
37  Sentencia ROL 307-2022. 
38  Sentencia ROL 116-2021. 
39  Art. 150 D del Código Penal: “El empleado público que, abusando de su cargo o sus funciones, aplicare, 

ordenare o consintiere en que se apliquen apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, que no alcancen a constituir tortura, será castigado con las penas de presidio menor en sus 

grados medio a máximo y la accesoria correspondiente. Igual sanción se impondrá al empleado público que, 

conociendo de la ocurrencia de estas conductas, no impidiere o no hiciere cesar la aplicación de los apremios 

o de los otros tratos, teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello o estando en posición para hacerlo. 

  Si la conducta descrita en el inciso precedente se cometiere en contra de una persona menor de edad o en 

situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez; o en contra de una persona que se 

encuentre bajo el cuidado, custodia o control del empleado público, la pena se aumentará en un grado. 

 No se considerarán como apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes las molestias 

o penalidades que sean consecuencia únicamente de sanciones legales, o que sean inherentes o incidentales 

a éstas, ni las derivadas de un acto legítimo de autoridad. 

  Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de 

mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos.” 
40  Sentencia ROL 70-2021. Art. 330 del Código de Justicia Militar: “El militar que, con motivo de ejecutar 

alguna orden superior o en el ejercicio de funciones militares, empleare o hiciere emplear, sin motivo 

racional, violencias innecesarias para la ejecución de los actos que debe practicar, será castigado: 

 1° Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio si causare la muerte del ofendido; 

 2° Con la de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo si le causare lesiones 

graves; 

 3° Con la de presidio menor en sus grados mínimo a medio si le causare lesiones menos graves, y 

 4° Con la de prisión en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo si no le causare lesiones o 

si éstas fueren leves. 
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Respecto a las condenas, se observó una variabilidad de resultados, desde la condena más 

baja, de 41 días, sustituida por la remisión condicional de un año, hasta la condena más alta, 

de 15 años. Las penas más frecuentes fueron de 541 días de privación de libertad en cuatro 

casos, tres años y un día en tres casos, cinco años en tres casos, y 12 años y 183 días en tres 

casos. 

Las condenas ejercidas contra funcionarios públicos fueron emitidas por Tribunales de 

Juicio Oral en lo Penal o Juzgados de Garantía, siendo el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal 

de Concepción y el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de San Bernardo los que dictaron la 

mayor cantidad de sentencias seleccionadas. 

 

3.2.  Análisis de las sentencias condenatorias 

 

En esta sección se examinan las sentencias identificadas previamente, con la intención de 

explicar los argumentos que llevaron a los jueces ‒tanto de Juzgados de Garantía como de 

Tribunales Orales en lo Penal‒ a dictaminar las condenas impuestas a los responsables de 

delitos de violaciones a los derechos humanos en el marco del estallido social. Para tales 

efectos, debe tenerse a la vista lo dispuesto en el artículo 342 del Código Procesal Penal, a 

propósito del contenido de las sentencias41. Es necesario señalar que en múltiples causas se 

presentó algún atraso o dilación en el desarrollo del proceso judicial debido a la contingencia 

la pandemia mundial por Covid-19, aunque se efectuaron videoconferencias como medio 

alternativo del procedimiento.42 

 

  

 
 Si las violencias se emplearen contra detenidos o presos con el objeto de obtener datos, informes, 

documentos o especies relativos a la investigación de un hecho delictuoso, las penas se aumentarán en un 

grado.” 
41  Art. 342 del Código Procesal Penal: “Contenido de la sentencia. La sentencia definitiva contendrá: 

a) La mención del tribunal y la fecha de su dictación; la identificación del acusado y la de el o los acusadores; 

b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la acusación; en su caso, 

los daños cuya reparación reclamare en la demanda civil y su pretensión reparatoria, y las defensas del 

acusado; 

c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por 

probados, fueren ellos favorables o desfavorables al acusado, y de la valoración de los medios de prueba 

que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 297; 

d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar jurídicamente cada uno de los hechos y sus 

circunstancias y para fundar el fallo; 

e) La resolución que condenare o absolviere a cada uno de los acusados por cada uno de los delitos que la 

acusación les hubiere atribuido; la que se pronunciare sobre la responsabilidad civil de los mismos y fijare 

el monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar; 

f) El pronunciamiento sobre las costas de la causa, y 

g) La firma de los jueces que la hubieren dictado. 

La sentencia será siempre redactada por uno de los miembros del tribunal colegiado, designado por éste, en 

tanto la disidencia o prevención será redactada por su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor 

y el del que lo sea de la disidencia o prevención.” 
42  A modo de ejemplo, en el Anexo 4 se reproduce un documento de la causa con ROL 3847-2019 que muestra 

las dificultades para llevar a cabo los procesos judiciales durante la pandemia, debiendo ser reprogramadas 

las audiencias. 
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3.2.1. Tipos de procedimientos 

 

Para el análisis de las sentencias condenatorias se distinguió entre causas que corresponden, 

por un lado, a sentencias por procedimientos abreviados y simplificados, y, por otro, a las 

sentencias en juicio oral. De los casos seleccionados, nueve fueron tramitados por medio de 

un juicio oral43, tres por procedimiento abreviado44 y dos por procedimiento simplificado45. 

Para los procedimientos abreviados, el Código Procesal Penal establece que el imputado 

debe reconocer los hechos de la acusación46. La diferencia que podemos apreciar en estos 

procedimientos es que se dio inicio a procedimientos simplificados porque los acusados no 

aceptaron los hechos de la acusación, por lo que no se pudo llevar a cabo un procedimiento 

abreviado. 

En el contenido de la sentencia de juicio oral la norma imperante es que “el tribunal forma 

su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral.”47 El estándar de 

prueba para dicha convicción se materializa en la expresión “más allá de toda duda 

razonable”, según lo dispuesto en el artículo 340 del Código Procesal Penal.48 

 

 

 

 

 

 
43  ROL 23-2022, ROL 52-2022, ROL 70-2021, ROL 116-2021, ROL 433-2022, ROL 307-2022, ROL 170-

2022 (R), ROL 60-2022 (R), ROL 50-2022 (R). 
44  ROL 957-2020, ROL 3847-2019, ROL 7578-2021. 
45  ROL 890-2020, ROL 15193-2019. 
46  Art. 413 del Código Procesal Penal: “Contenido de la sentencia en el procedimiento abreviado. La sentencia 

dictada en el procedimiento abreviado contendrá: 

 a) La mención del tribunal, la fecha de su dictación y la identificación de los intervinientes; 

 b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la acusación y de la 

aceptación por el acusado, así como de la defensa de éste; 

 c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos que se dieren por probados sobre la 

base de la aceptación que el acusado hubiere manifestado respecto a los antecedentes de la investigación, 

así como el mérito de éstos, valorados en la forma prevista en el artículo 297; 

 d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar jurídicamente cada uno de los hechos y sus 

circunstancias y para fundar su fallo; 

 e) La resolución que condenare o absolviere al acusado. La sentencia condenatoria fijará las penas y se 

pronunciará sobre la aplicación de alguna de las penas sustitutivas a la privación o restricción de libertad 

previstas en la ley; 

 f) El pronunciamiento sobre las costas, y g) La firma del juez que la hubiere dictado. 

 La sentencia que condenare a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual 

empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá servir de abono 

para su cumplimiento. 

 La sentencia condenatoria dispondrá también el comiso de los instrumentos o efectos del delito o su 

restitución, cuando fuere procedente.” 
47  ORELLANA (2022), p. 196. 
48  Art. 340 del Código Procesal Penal: “Convicción del tribunal. Nadie podrá ser condenado por delito sino 

cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente 

se hubiere cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado 

una participación culpable y penada por la ley. 

 El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral. 

 No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de su propia declaración.” 



12 

 

3.2.2.  Los hechos acreditados 

 

En cada sentencia definitiva es imperativo que el tribunal fundamente los hechos que se dan 

por acreditados. Este proceso tiene por finalidad justificar las razones que llevaron a 

establecer la condena en la causa respectiva. Tal como lo señala Carocca: 

 
Para relevar la importancia que tiene precisamente la prueba, es que se exige al tribunal que se 

haga cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, incluso de aquella que hubiere 

desestimado, y realizar el señalamiento del o de los medios de prueba mediante los cuales se dieren 

por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por probados, todo ello 

redactado de tal manera que cualquier otra persona y, en especial, los tribunales superiores, puedan 

reproducir el razonamiento utilizado para arribar a las conclusiones a que arriba (art. 297 inc. 2 

CPP).49 

 

En la Sentencia ROL 50-2020 se evidencia el momento en que el Tribunal descarta la 

presunción de inocencia del imputado, argumento crucial que moldea el transcurso del 

desarrollo y desenlace de los hechos probatorios: 

 
Que, previo al análisis jurídico de los hechos acreditados, se debe precisar que, los anteriores 

antecedentes han sido suficientes para desvirtuar la presunción de inocencia que beneficiaba al 

acusado, más cuando la versión del acusado que, como medio de defensa planteó al inicio del 

juicio, fue mutando a lo largo del tiempo, de forma acomodaticia, versión de los hechos que no 

encontró en juicio corroboración por prueba alguna, puesto la víctima fue enfática en sostener que 

no era parte de la manifestación y que no portaba piedras, tan solo un jockey, el que se cayó en el 

forcejeo, y que bien puede corresponder con el objeto que se observa en el video caer cerca a 

Benjamín Huerta, y que el propio perito de la defensa no pudo precisar qué era, reiterando la 

víctima que no realizó contra el acusado ninguna agresión sino que solo acciones destinadas a 

zafarse de quien ilegítimamente lo sostenía y reducía.50 

 

3.2.3.  Delito o calificación jurídica 

 

La calificación jurídica es una de las potestades que poseen los tribunales al momento de 

determinar la pena correspondiente a los hechos acreditados. Esta herramienta tiene por 

finalidad saber qué delito se le está atribuyendo al imputado. Según Del Río, 

 
la calificación jurídica de los hechos forma parte de los poderes jurisdiccionales del juzgador, de 

modo que es el juez el que determina el derecho aplicable a los hechos que da por probados. De 

esta afirmación general se deriva la consecuencia de que la acusación no limita los poderes del 

juez respecto de este extremo, pudiendo éste apartarse de la calificación jurídica de la acusación 

(y también, por supuesto, de la defensa).51 

 

La Figura 2 muestra las calificaciones jurídicas otorgadas a los hechos imputados en las 

causas seleccionadas. 
  

 
49  CAROCCA (2005), p. 244. 
50  Sentencia ROL 50-2020, p. 138. 
51  DEL RÍO (2009), p.217. 
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Figura 2. Calificación jurídica otorgada a los hechos imputados 

 
Elaboración propia. 

 

El artículo 341 inc. 2° del Código Procesal Penal establece que los tribunales tienen la 

capacidad de asignar una calificación jurídica diferente a la planteada por los intervinientes52. 

A modo de ejemplo, el Tribunal de Juicio Oral el lo Penal de Puerto Montt tuvo que 

analizar detenidamente la situación para definir qué calificación jurídica era la más pertinente 

a los hechos acreditados. La discusión se centró en la ponderación de los artículos 150 A y 

D del Código Penal y 330 del Código de Justicia Militar: 

 
[…] resultan constitutivos de un delito de apremios ilegítimos en la persona de Rodrigo Ignacio 

Zamorano Toledo previsto y sancionado en el artículo 150 letra D del Código Penal, perpetrado 

el 05 de noviembre de 2019 en esta ciudad. La calificación jurídica que se ha determinado respecto 

de los hechos acreditados resulta posible conforme a los latos argumentos expuestos en forma 

precedente, tanto al hacer referencia al bien jurídico protegido por la figura como de la estructura 

típica del mismo.53 

 

Posteriormente, el tribunal explicó por qué descartó la tesis jurídica respecto de una 

posible aplicación del artículo 150 A, argumentando que todo posible “error” de la policía 

no podía constituir un crimen de lesa humanidad. Para respaldar sus dichos, el tribunal se 

apoyó en lo resuelto por la Corte Europea de Derechos Humanos, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos y el Tribunal Supremo Español.54 Luego, el tribunal dedica un párrafo a 

 
52  Art. 341 del Código Procesal Penal: “Sentencia y acusación. La sentencia condenatoria no podrá exceder el 

contenido de la acusación. En consecuencia, no se podrá condenar por hechos o circunstancias no contenidos 

en ella. 

 Con todo, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta de aquella contenida en la 

acusación o apreciar la concurrencia de causales modificatorias agravantes de la responsabilidad penal no 

incluidas en ella, siempre que hubiere advertido a los intervinientes durante la audiencia. 

 Si durante la deliberación uno o más jueces consideraren la posibilidad de otorgar a los hechos una 

calificación distinta de la establecida en la acusación, que no hubiere sido objeto de discusión durante la 

audiencia, deberán reabrirla, a objeto de permitir a las partes debatir sobre ella.” 
53  Sentencia ROL 23-2022, p. 39. 
54  Id., p. 40. 

46%

17%
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20%
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desconceptuar la tesis de la defensa respecto a la calificación jurídica planteada del artículo 

330 del Código de Justicia Militar55. 

En otro caso, el Tribunal de Juicio Oral de Ovalle analizó los hechos acreditados en torno 

al disparo a corta distancia que realizó el imputado contra la víctima, afectando su zona 

pélvica. En este contexto, el tribunal evaluó inicialmente la conducta homicida del autor, 

considerando la posibilidad de una intención dolosa de causar la muerte. Posteriormente 

abordó la reducción de la gravedad del delito de homicidio, fundamentada por su naturaleza 

frustrada: 

 
En cuanto a la conducta homicida, atendido los hechos acreditados y detallados en el considerando 

21° y 22°, ha quedado establecido que el hechor realizó mediante un arma de fuego, elemento 

idóneo para causar la muerte, un segundo disparo a corta distancia en contra del cuerpo de la 

víctima, en el instante en que realizaba con esta un forcejeo entre ambos, impactando la zona 

inguino-pélvica, elementos todos que permiten colegir que es una conducta del tipo homicida 

puesto que se realizó por el acusado una acción idónea para causar la muerte.56 
 

Que, el delito de homicidio simple, previsto en el artículo 391 N°2 del Código Penal, se encuentra 

sancionado con la pena de presidio mayor en su grado medio, y atendido su carácter de frustrado, 

de acuerdo al artículo 51 del mismo cuerpo legal, corresponde su rebaja en un grado a la señalada 

por la ley.57 

 

Luego de examinar las causas seleccionadas, se observa un único caso en el que el 

Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Concepción asignó una calificación jurídica distinta al 

Código Penal, optando por el artículo 330 N° 2 del Código de Justicia Militar.58 Los 

fundamentos que llevaron al tribunal a adoptar esta calificación jurídica se basaron en la 

condición activa del funcionario policial, actuando o cumpliendo una orden superior:  

 
En el caso sublite, se comprobó que el encartado se enfrenta a la víctima en el contexto de su 

concurrencia a la plaza Perú por un llamado efectuado por Cenco, en orden a cumplir su función 

de motorizado de contingencia, con el propósito de cooperar con el personal de control del orden 

público en dicho lugar, donde había manifestaciones.59 

 

Más adelante, el tribunal argumentó que no es factible calificar la conducta del imputado 

bajo el artículo 150 D del Código Penal. Esto se debe al hecho de haber comparado la acción 

del imputado a un delito de lesa humanidad. A su vez, el tribunal aclaró que:  

 
Teniendo en consideración tanto el lugar en el que se regula el delito de apremios ilegítimos dentro 

del Código Punitivo, como su tipificación, se puede inferir que se trata de una figura base en 

relación al delito de tortura, el cual constituye la forma más grave de trato cruel, inhumano o 

degradante.60 

 

 

 
55  Id., p. 40. 
56  Sentencia ROL 50-2020, p. 144. 
57  Id., p. 181. 
58  Sentencia ROL 70-2021, p. 143. Recuérdese el artículo 330 del Código de Justicia Militar, reproducido 

previamente. 
59  Id., p. 144. 
60  Id., p. 146. 
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3.2.4.  Autoría y participación 

 

A continuación, se explican los criterios de los tribunales para establecer la responsabilidad 

penal de cada acusado, diferenciando entre la calidad de autor del delito o un grado de 

participación en su comisión. La doctrina conceptualiza el papel del autor como principal, 

siendo aquel que comete el delito, mientras que los partícipes serían quienes contribuyen de 

alguna manera a la perpetración del delito. Tal como lo explica Carrillo:  

 
La autoría es principal y la participación es accesoria. Los partícipes son aquellos que colaboran 

en el hecho del autor, sin que se les pueda atribuir la comisión del hecho. Autores, por su parte, 

son aquellos que llevan a cabo la acción u omisión típica señalada en la ley penal.61 

 

Por otro lado, Sergio Politof y Jean Pierre Matus se refieren a la autoría de la siguiente 

manera:  

 

Puede resumirse la esencia de esta teoría en la metáfora de que dominio del hecho lo tiene 

quien conserva en sus manos las riendas de la conducta, de manera que pueda decidir 

sobre la consumación o no del delito, o dicho con otras palabras: autor del delito es la 

persona que consciente y dolosamente controla el desarrollo del hecho, que tiene el 

dominio o señorío sobre el curso del mismo, dominio que se manifiesta en lo subjetivo, 

porque lo orienta a la lesión de un bien jurídico y, en lo objetivo, porque goza del poder 

de interrumpir en cuanto quiera el desarrollo del hecho.62 

 

Un caso que nos permite identificar con claridad la calidad de autor de todos los imputados 

es el que analizó el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de La Serena. A pesar de que uno de 

los imputados no efectuó disparos contra las víctimas, se le atribuye la calidad de autor de 

violencias innecesarias dada su función como capitán y su responsabilidad al emitir la orden 

de disparar: 

 
[…] lo que unido a su estatura de un 1.83 [mt.], muy por sobre la media de las personas que 

declararon y que se desempeñaban como soldados en la línea de tiradores, lo que ciertamente le 

permitía tener una visión mucho mayor de la que tenían los demás, sin contar con que era su 

obligación y su deber tener absoluta claridad de lo que ocurría alrededor, toda vez que de él 

precisamente dependía la forma en la que se iban a desplegar las personas que estaban a su cargo, 

por lo tanto no solamente estuvo en posibilidad física de poder advertir que existían heridos en el 

lugar, sino que también tenía un deber de hacerlo por el mando militar que ejercía en ese 

momento.63 

 

Cuando el Tribunal se enfrenta a la tarea de establecer la existencia de dolo en la conducta 

de los acusados, recurren a opiniones de académicos especializados en la materia, 

respaldándose además en jurisprudencia similar a los casos que les corresponde analizar: 

 
Ahora bien, el dolo, en su gestación, requiere de dos momentos, uno de orden intelectual, el 

conocimiento de lo que se va a hacer, y otro de naturaleza volitiva, consistente en el querer 

 
61  CARRILLO (2021), p. 12. 
62  POLITOF y MATUS (2003), p. 399 (comillas omitidas). 
63  Sentencia ROL 170-2022, p. 184. 
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realizarlo. En los hechos, los acusados conocían todas las circunstancias en que ejecutaban sus 

conductas. Así, querer el resultado típico, señala el profesor Garrido Montt, no involucra que el 

actor aspira a eso, que sea su meta; es suficiente que sepa que si se realiza la acción el resultado 

se producirá. En este sentido, hay dolo directo cuando la intención del sujeto, aquello que 

pretendía, coincide con el resultado de la acción realizada, que en este caso es la ejecución de actos 

que constituyen malos tratos injustificados e innecesarios para lograr su cometido. De esta forma, 

atendida la dinámica de los hechos que se han tenido por acreditados, teniendo en cuenta que el 

ejército de Chile, a la época de ocurrencia de los hechos, contaba con normativa clara y precisa 

para poder afrontar esta clase de situaciones —las que eran conocidas por el capitán Faundez 

según este mismo lo reconoció— que los soldados conscriptos habían recibido instrucción 

suficiente para maniobrar un fusil de guerra y para desempeñarse en escuadra, por lo que conocían 

los efectos letales que tiene el disparo de una arma de guerra que ellos, y que fueron ellos mismos 

quienes amunicionaron sus cargadores, por lo que sabían perfectamente con cuánta munición de 

fogueo contaban —lo que resulta aún más reprochable en el caso del cao Arenas— es que se puede 

concluir que la conducta desplegada por los encartados en la tarde del 20 de octubre de 2019, fue 

guiada por un dolo directo de aplicar una violencia más allá de la que resultaba necesaria atendida 

las circunstancias que rodearon el hecho.64 

 

Supletoriamente, el tribunal realiza un comentario asertivo respecto al dolo y la 

negligencia de las actuaciones de los imputados al no prestar auxilio inmediato a las víctimas 

de los disparos: “Que, como se ha venido razonando, en este caso, existió por parte de los 

encartados dolo de violentar innecesariamente a las víctimas, y luego aceptaron, al menos 

negligentemente, la muerte de una víctima y las lesiones de las otras.”65 Bajo esta lógica el 

tribunal comentó lo siguiente respecto a la participación de los imputados: 

 
Que, con los mismos elementos de juicio señalados en las reflexiones precedentes, se desprenden 

un cúmulo de indicios que en su conjunto permiten considerar, más allá de toda duda razonable, 

que a los acusados les cupo participación como autores, inmediatos y directos en el delito de 

violencias innecesarias.66 

 

Como se evidencia, el tribunal consideró factores significativos como la estatura, contexto 

y posición jerárquica ocupada por el capitán Faúndez en el momento de los hechos, para 

sustentar la imputación de una conducta dolosa y determinar el grado de autoría. 

Por otro lado, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Concepción asumió la 

responsabilidad de examinar la existencia de dolo en la acción de un conductor de un camión 

perteneciente a la Armada de Chile, que resultó en el atropello de la víctima en un sitio eriazo, 

causando su muerte. En primer lugar, se tenía que evaluar si el acusado estaba efectivamente 

persiguiendo con el camión a la víctima: “los dichos de los testigos más arriba indicados no 

son suficientes para establecer que el acusado haya ingresado al sitio eriazo en “persecución” 

de la víctima y sus acompañantes, ni menos que los haya perseguido para atropellarlos.”67 

Descartado el punto anterior, el tribunal agregó un comentario respecto a la velocidad en 

la que iba manejando el imputado y el posterior frenado de la máquina: “ello no 

necesariamente lleva a concluir que se haya aumentado la velocidad con el fin de alcanzar a 

 
64  Id., p. 192. 
65  Id., p. 193. 
66  Id., p.195. 
67  Sentencia ROL 116-2021, p.141. 
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las tres personas que salían del frigorífico.”68 “Entonces, conforme a los dichos del perito el 

acusado tomó la decisión de frenar 25 metros antes del atropello, no en el mismo momento 

como sostiene la acusación.”69 

Considerado esto, el tribunal desarrolló sus argumentos resolutivos en relación a la 

conducta del imputado, donde “no se probó suficientemente que el acusado se haya 

representado el resultado dañoso que podía provocarse con su conducta, ni menos que haya 

aceptado ese resultado. Por ello, el tribunal no puede condenar al acusado a título de dolo.”70 

“Dan cuenta que el acusado trató de evitar el accidente, realizando una maniobra de frenado 

del móvil varios metros antes del impacto al peatón; lo cual descarta que hubiere aceptado el 

resultado final de su acción; y, por lo mismo, no quiso la lesión del bien jurídico puesto en 

peligro, esto es el atropello y muerte de la víctima.”71 Finalmente el tribunal atribuyó la 

conducta del imputado como autor del delito de homicidio, pero realizado de manera 

imprudente y no dolosa. 

 

3.2.5.  Circunstancias modificatorias de responsabilidad (atenuantes y agravantes) 

 

En esta sección se analizan las atenuantes del artículo 11 N° 6 y N° 9 del Código Penal.72 

Estas dos circunstancias fueron las principales aplicadas a favor de los imputados. 

En contraste, las circunstancias agravantes tienen una presencia limitada en este estudio, 

registrándose solo un caso73 en que se aplicó una agravante, la del artículo 150 D, inc. 2° del 

Código Penal, que establece el aumento de pena en un grado “Si la conducta descrita en el 

inciso precedente se comete en contra de una persona menor de edad o en situación de 

vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez.”74 

Es necesario destacar que la atenuante más recurrente para los imputados fue la 

“irreprochable conducta”, aplicada en 22 de los 24 casos, seguida de la “colaboración 

sustancial”, que fue permitida en 10 ocasiones. La Figura 3 muestra las atenuantes 

consideradas por los tribunales en las sentencias seleccionadas: 

 
68  Id., p. 142. 
69  Id., p. 143. 
70  Ibidem. 
71  Id., p. 144. 
72  Art. 11 del Código Penal: “Son circunstancias atenuantes: 

1.° Las expresadas en el artículo anterior, cuando no concurren todos los requisitos necesarios para eximir 

de responsabilidad en sus respectivos casos. 

2.° Derogado. 

3.° La de haber precedido inmediatamente de parte del ofendido, provocación o amenaza proporcionada al 

delito. 

4.° La de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su 

cónyuge, o su conviviente, a sus parientes legítimos por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y 

en la colateral hasta el segundo grado inclusive, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos. 

5.° La de obrar por estímulos tan poderosos que naturalmente hayan producido arrebato y obcecación. 

6.° Si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable. 

7.° Si ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias. 

8.° Si pudiendo eludir la acción de la justicia por medio de la fuga u ocultándose, se ha denunciado y 

confesado el delito. 

9.° Si se ha colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos. 

10.° El haber obrado por celo de la justicia.” 
73  Sentencia ROL 433-2022. 
74  Recuérdese el artículo 150 D del Código Penal, reproducido previamente. 
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Figura 3. Atenuantes aplicadas (%). 

 
       Elaboración propia. 

 

Respecto a la atenuante establecida en el artículo 11 N° 675, la que se refiere a la 

“irreprochable conducta”, se evidenció que los tribunales únicamente necesitaban hacer una 

revisión de los antecedentes penales y evaluar el extracto de filiación del imputado para 

aceptar la aplicación de esta atenuante. Un ejemplo de esto son los comentarios que realizan 

los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal de Concepción y San Bernardo: 

 
Que tal como aparece reconocido en el auto de apertura, beneficia al encartado Víctor Torres 

Aguayo la atenuante de irreprochable conducta anterior del artículo 11 N° 6 del Código Penal, 

probada suficientemente con el mérito de su extracto de filiación y antecedentes que incorporó al 

juicio el Ministerio Público, el que no registra anotaciones penales pretéritas y con lo señalado en 

su Hoja de Servicio incorporada por la defensa.76 

 

El tribunal acoge aquella del N° 6 del Código Penal, a favor de los sentenciados, puesto que en 

rigor se reúnen los requisitos legales al efecto, entendiéndose a este fin suficiente el extracto de 

filiación y antecedentes incorporado por el fiscal, exento de anotaciones penales pretéritas, 

sumado, el reconocimiento que han hecho de la misma todos los acusadores en la audiencia 

respectiva.77 

 

En relación con la atenuante establecida en el artículo 11 N° 9 que alude a la “colaboración 

sustancial” de los hechos por parte del imputado, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de 

La Serena proporciona una definición crucial para determinar cuando se cumplen los 

requisitos de esta medida: 

 
tradicionalmente se ha entendido que la atenuante de colaboración sustancial al esclarecimiento 

de los hechos implica dos condiciones: colaborar con la investigación y que dicha colaboración 

resulte sustancial o trascendental para esclarecer los hechos de la causa. En este sentido, entiende 

 
75  Recuérdese el artículo 11 del Código Penal, reproducido previamente. 
76  Sentencia ROL 70-2021, p. 148. 
77  Sentencia ROL 307-2022, p. 333. 

61%
28%

8%
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Reparación celosa del mal causado Legítima defensa incompleta
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este tribunal que para la procedencia de esta circunstancia modificatoria de responsabilidad penal, 

se debe analizar el comportamiento del encausado, no solo en el devenir de la investigación, sino 

que también su desenvolvimiento durante la etapa judicial, en particular durante el juicio oral, toda 

vez que es en esta instancia en la que finalmente se resuelve la litis y es la oportunidad para el 

encartado para ratificar y hacer patente su colaboración ante el tribunal.78 

 

Considerando esta definición, el Tribunal de Juicio Oral de San Bernardo, al verificar la 

aplicabilidad de la atenuante al imputado Maturana, responsable del disparo de la 

lacrimógena de un arma lanza gases que impactó directamente en el rostro de la actual 

Senadora Fabiola Campillay, determinó: 

 
En relación con la minorante de haber colaborado sustancialmente con el esclarecimiento de los 

hechos, invocada por la defensa, prevista en el N° 9 de la misma disposición, ésta será rechazada, 

por cuanto si bien Maturana Ojeda prestó declaración voluntariamente en la investigación y en el 

juicio, renunciando a su derecho a guardar silencio, esta decisión per se no significa una 

colaboración, por el contrario, en este caso, el testimonio de Maturana no tuvo el efecto exigido 

por el precepto legal para atenuar su responsabilidad penal, desde que en la oportunidad que la 

prestó en sede investigativa, ya existían antecedentes que lo inculpaban, y éste aun así negó su 

participación en el hecho ilícito, dando una versión alternativa que mantuvo en el juicio, la que 

resultó absolutamente desvirtuada por la abundante prueba de cargo. Además, Maturana acomodó 

y tergiversó los hechos de modo tal que, contradecía incluso los registros audiovisuales que de 

manera objetiva los evidenciaban, así como mostraban su intervención en el ilícito, además, no 

tuvo la disposición de facilitar la investigación al ocultar información, a modo ejemplar, que no 

portaba cámara corporal el día de los hechos, en circunstancias que se probó que llevaba un aparato 

similar y luego dijo que era de juguete, que no tenía capacitación para el uso del elemento 

comisivo, entre otras afirmaciones, que más bien tendían a evadir que clarificar, todo lo cual, sin 

duda, dificultó y dilató la función investigativa del Ministerio Público y acrecentó su carga 

probatoria, lo que devino en un extenso juicio oral, llevando al tribunal a ponderar la profusa 

prueba rendida, que pudo haberse aminorado si el acusado hubiese tenido la real intención de 

contribuir de manera seria con el establecimiento de los hechos.79 

 

Considerando lo anterior, el mismo tribunal también desestimó la atenuante del artículo 

11 N° 9 al sostener que las declaraciones de los imputados fueron formuladas con el fin de 

exculparse de sus delitos: 

 
Que por mayoría, las sentenciadoras rechazan la atenuante del artículo 11 N° 9 del texto legal 

citado, por no estimar la actividad realizada por los acusados tanto en su declaración judicial, como 

en la investigación, haya sido relevante para el esclarecimiento de los hechos, en atención a que 

lo acusados en su extenso discurso, no reconocieron el núcleo fáctico de ninguno de los hechos 

probados, más bien, su intervención tuvo el carácter de ganancial, apostando por exculparse de 

todos los ilícitos por los cuales se denuncia.80 

 

En complemento, el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Colina proporciona una 

perspicaz exposición de fundamentos necesarios para justificar la aplicación de la atenuante 

del artículo 11 N° 7 del Código Penal81: 

 
78  Sentencia ROL 170-2022, p.204. 
79  Sentencia ROL 60-2022, p. 451. 
80  Sentencia ROL 307-2022, p. 334. 
81  Recuérdese el artículo 11 del Código Penal, reproducido previamente. 
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como señala el profesor Carrillo, en el plano objetivo muchas circunstancias requiere que la 

actividad desarrollada por sentenciado en este caso sea celosa, lo que significa que tuvo una 

especial preocupación para reparar el mal causado o evitar las consecuencias del hecho, es decir, 

debe demostrar que se ha esforzado por lograrlo y complementando las opiniones de El profesor 

Garrido Montt, también los profesores Matus y Ramírez señalan como uno de los principales 

criterios a efectos de determinar la concurrencia de esta circunstancia.82 

 

En el mismo fallo el tribunal desestimó la consideración de la atenuante mencionada, 

arguyendo que no se había llevado a cabo una reparación celosa adecuada al tiempo en que 

la víctima sufría el daño. Más bien, la reparación fue atribuida de manera posterior al daño 

con el fin de disminuir la posible pena en contra del imputado: 

 
Asimismo solicita que se rechace la circunstancia atenuante de responsabilidad que emana 

también de las últimas palabras del imputado del acusado en orden a que se considere una 

reparación celosa del mal provocado, esto sucedería por varias consideraciones lo primero esta 

investigación data desde la fecha del control de detención de don Pedro Lavín Villalobos que es 

el día 21 de octubre del año 2019 este esfuerzo al cual ha hecho alusión el condenado, se expresa 

solo en los últimos meses para decir desde el momento en que la competencia está radicada en 

este Tribunal de juicio oral en lo penal habiéndose mantenido el condenado ausente de cualquier 

tipo de consignación durante el tiempo de esta investigación desde su formalización se encontraba 

en el juzgado de Garantía a ello hay que adicionar que, como fue probado en este juicio a partir 

de la declaración de la víctima don Carlos Astudillo Ulloa y a sus padres don Carlos Astudillo y 

doña Paola Ulloa, lo cierto es que ni el imputado ni ninguna persona del Ejército- particularmente 

el imputado -se hizo presente durante el tiempo en que la víctima se encontraba hospitalizado y 

durante el tiempo posterior de una manifestación reparatoria distinta, incluso de solo disponer de 

dinero de parte de su sueldo para efectos de responder de parte o una parte mínima en este caso de 

los gastos.83  

 

3.2.6.  Determinación de la pena 

 

Después de llevar a cabo el análisis de los hechos, establecer la calificación jurídica, 

determinar la participación del imputado como autor o partícipe, y haber aceptado o 

rechazado las circunstancias atenuantes y agravantes presentadas, corresponde a los 

tribunales determinar la pena que recaerá sobre el acusado. En estos casos, las sentencias 

definitivas son de carácter condenatoria, permitiendo a los Tribunales imponer penas, más 

allá de toda duda razonable, a los imputados. 

Un principio fundamental que orienta este proceso es el principio de congruencia, el cual 

según Orellana “supone que exista correspondencia entre la determinación fáctica de la 

sentencia y los hechos y circunstancias penalmente relevantes de la acusación, en términos 

que sean de importancia para su calificación jurídica y para el debido y oportuno ejercicio 

del derecho de defensa”84, tal como lo establece el artículo 341 del Código Procesal Penal.85 

 
82  Sentencia ROL 52-2022, p. 399. 
83  Id., p. 396. 
84  ORELLANA (2022), p.197. 
85  Recuérdese el artículo 341 del Código Procesal Penal, reproducido previamente. 
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Una sentencia relevante es la de un funcionario de la Armada acusado de haber atropellado 

a una persona mientras conducía un camión de dicha institución. Realizado el procedimiento 

previo a la determinación de la pena, el tribunal resolvió lo siguiente: 

 
En esos momentos Manuel Alejandro Rebolledo Navarrete resbala y cae, siendo entonces 

atropellado por el camión militar conducido por Medina Camaño, quien unos metros antes del 

atropello aplicó los frenos del camión militar sin lograr su inmediata detención y sin lograr evitar 

el atropello atendida la velocidad a la que se desplazaba, así como las características del camión y 

de la superficie por la que transitaba con dicho vehículo.86 

 

Que los hechos indicados en el motivo anterior son los únicos que han podido darse por 

establecidos con la prueba rendida en el juicio, desde que la misma fue insuficiente para acreditar 

con el estándar legal, esto es, más allá de toda duda razonable, que el acusado haya actuado 

dolosamente en la comisión del hecho que ocasionó la muerte de Manuel Rebolledo Navarrete, 

pudiéndose solo acreditar de parte del acusado, un actuar imprudente constitutivo de culpa.87 

 

Otra sentencia que logra explicar en detalle cuáles fueron los motivos para establecer la 

pena impuesta, es aquella en contra de Víctor Antonio Lastra Marguirott y Henry Giovanny 

Cuellar Vega, ambos condenados a más de 12 años de presidio. El tribunal argumentó en 

virtud al artículo 69 del Código Penal88 la facultad de determinar la magnitud de la pena. Uno 

de los comentarios que utilizó el tribunal para establecer una pena más severa se basa en la 

calidad de vida que la víctima experimentará después de haber sufrido la agresión efectuada 

por los funcionarios policiales. En esta ocasión, las lesiones infligidas provocaron en Mario 

Acuña un estado de postración total: 

 
en este caso Mario Acuña, según la conclusión del peritaje de la médico del SML Patricia Negretti, 

quedó con secuelas funcionales permanentes y definitivas que le producen inhabilidad laboral total 

e incapacidad para su autocuidado requiriendo del apoyo de terceros para las actividades de la vida 

diaria y para su autocuidado. Él es una persona postrada, es usuario de pañales, la lesión le afectó 

la función de deglutir, por lo tanto, tiene una gastrostomía, se alimenta por sonda, usuario de 

traqueostomía, lo que afecta su fonación, sus cuatro extremidades se encuentran con atrofia 

muscular, igualmente su tronco no lo moviliza.89 

 

En mérito de lo que expusieron los testigos y peritos, citados precedentemente, es evidente, que la 

historia de vida de Mario Acuña de un día para otro, cambió de manera radical, de ser una persona 

autovalente, un hombre de 43 años a la época de los hechos, por la acción delictiva de los acusados 

el carabinero Lastra y el cabo Cuéllar, se convirtió en una persona dependiente de otros para vivir, 

si Mario no es asistido por otro, nada es capaz de hacer por sí mismo, alimentarse, moverse, 

ninguna acción diaria para vivir, situación que no puede menos que estimarse como un gran daño 

con carácter de permanente e irreparable, un daño no sólo físico, sino emocional derivado de su 

daño físico, razón por la cual, el tribunal sancionará con el máximum de la pena posible de aplicar, 

 
86  Sentencia ROL 116-2021, p.133. 
87  Id., p.133. 
88  Artículo 69 del Código Penal: “Dentro de los límites de cada grado el tribunal determinará la cuantía de la 

pena en atención al número y entidad de las circunstancias atenuantes y agravantes y a la mayor o menor 

extensión del mal producido por el delito, teniendo en especial consideración la circunstancia de ser la 

víctima un menor de 18 años, un adulto mayor, según lo dispuesto por la ley nº 19.828, o una persona con 

discapacidad en los términos de la ley nº 20.422.” 
89  Sentencia ROL 307-2022, p.337. 
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por lo que la misma será fijada en doce (12) años y ciento ochenta y tres (183) días de presidio 

mayor en su grado medio.90  

 
Figura 4. Relación de las penas solicitadas con las penas otorgadas por imputado. 
Imputado Pena solicitada Pena otorgada 

Ignacio Alejandro Elgueta Ancalaf Acusadora institucional 4 años, acusadora particular 5 

años. 
61 días 

Jorge Iván Medina Andrade Acusadora institucional 4 años, acusadora particular 5 

años. 
61 días 

Juan Gabriel Maulén Báez 5 años 5 años 

Pedro Gonzalo Lavín Villalobos 12 años 7 años 

Víctor Andrés Torres Aguayo Acusadora institucional 3 años y 1 día, acusadora 

particular 3 años. 
50 días 

Leonardo Esteban Medina Camaño 12 años 540 días 

Nadia Belén Muñoz Cornejo Acusadora institucional 4 años, INDH* y particular 

solicitan 6 años. 
4 años 

Francisco Alejandro Paredes 

Navarrete 
3 años 300 días 

Ignacio Andrés Henríquez Rodríguez 
No indica 541 días 

Alexis Sebastián de Jesús Sepúlveda 

Sazo 
No indica 3 años y 1 día 

Rubén Andrés Gajardo González 
No indica 

3 años y 1 día + 

541 días 

Hugo Alejandro González Vidal 
No indica 541 días 

Sebastián Alexander Muñoz 

Villavicencio 
No indica 700 días 

Alejandro Andrés Orellana Vera 
818 días 61 días 

Henry Giovanny Cuellar Vega 
Acusadora Institucional, INDH y CPDDP** solicitan 

Presidio Perpetuo, CDE*** solicita 12 años y 183 días. 
12 años y 183 días 

Víctor Antonio Lastra Marguirott Acusadora Institucional, INDH y CPDDP solicitan 

Presidio Perpetuo, CDE solicita 12 años y 183 días. 
12 años y 183 días 

Juan Ricardo Rosales Apablaza Acusadora Institucional y CDE solicitan 3 años y 1 día, 

INDH y CPDDP solicitan 5 años. 
3 años y 1 día 

Mario Alejandro Guzmán Yuri 270 días 41 días 

José Santiago Faúndez Sepúlveda 
Acusadora institucional y CDE solicitan presidio 

perpetuo, INDH solicita presidio perpetuo calificado. 
15 años 

Milovan Rojas Barrera 
Acusadora institucional solicita 10 años, INDH y CDE 

solicitan 12 años y 6 meses. 
5 años 

Carlos Robledo Olguín Acusadora institucional, INDH y CDE solicitan 20 años. 10 años 

José Andrés Arenas Mancilla 
Acusadora institucional solicita 10 años, INDH solicita 

12 años y 6 meses, CDE solicita 4 años. 
5 años 

 
90  Id., p.339. 
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Patricio Javier Maturana Ojeda 

Acusadora fiscal y Municipalidad de San Bernardo 

solicitan 12 años, CDE solicita 12 años y 183 días, INDH 

solicita 15 años, Agrupación**** solicita 20 años, 

particular solicita 15 años. 

12 años y 183 días 

Hugo Raúl Navarro Corvalán 
Acusadora institucional solicita 17 años y 300 días, 

INDH solicita 10 años, CDE solicita 11 años. 

6 años por 391 N° 

2, 61 días por 148 

y 541 días por 193 

N° 4 Código Penal 

Elaboración propia. 

* INDH: Instituto Nacional de Derechos Humanos. 

** CPDDP: Corporación de Promoción y Defensa de los derechos del pueblo. 

*** CDE: Consejo de Defensa del Estado. 

**** Agrupación: Agrupación de familiares de los detenidos, ejecutados y desaparecidos del equipo de seguridad 

presidencial del Doctor Salvador Allende Gossens. 

 

3.2.7.  Pena sustitutiva 

 

Las penas sustitutivas, como su nombre indica, son aquellas que suplen a las penas que privan 

o restringen la libertad de los sentenciados. Estas modificaciones están reguladas en la Ley 

N° 18.216. En el análisis efectuado se observó que de los 24 sentenciados, 15 se vieron 

compensados por alguna pena sustitutiva, mientras que los 9 restantes no pudieron optar a 

este beneficio por la extensión y gravedad de la condena impuesta. 

Los requisitos que deben cumplir los imputados para optar a una pena sustitutiva pueden 

variar. Por ejemplo, que la pena privativa “que impusiere la sentencia fuere superior a dos 

años y no excediere de tres”91, “que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por 

crimen o simple delito”92, “que los antecedentes sociales y características de personalidad 

del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades 

y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada 

de conformidad al artículo 16 de esta ley, parece eficaz en el caso específico, para su efectiva 

 
91  Art. 15 de la Ley 18.126: “La libertad vigilada podrá decretarse: 

 a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no 

excediere de tres, o 

 b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el 

tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 

del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija 

el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de 

libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años. 

 En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente: 

 1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se 

considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito 

sobre el que recayere la nueva condena, y 

 2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y 

posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren 

concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, parece eficaz en el 

caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los 

intervinientes antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del 

Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez 

solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo 

previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.” 
92  Ibidem. 
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reinserción social.”93 Estos requisitos se aplican para el caso de la sustitución de pena de 

libertad vigilada intensiva. 

 
Figura 5. Relación de las condenas otorgadas y su posterior sustitución de pena. 
Imputado Pena otorgada Sustitución de pena 

Ignacio Alejandro Elgueta Ancalaf 61 días Remisión condicional por 2 años 

Jorge Iván Medina Andrade 61 días Remisión condicional por 2 años 

Juan Gabriel Maulén Báez 5 años Libertad Vigilada Intensiva 

Pedro Gonzalo Lavín Villalobos 7 años No procede 

Víctor Andrés Torres Aguayo 50 días Remisión condicional por 1 año 

Leonardo Esteban Medina Camaño 540 días Remisión condicional por mismo plazo de la pena 

Nadia Belén Muñoz Cornejo 
4 años 

Libertad Vigilada Intensiva por igual duración que 

el de la pena privativa 

Francisco Alejandro Paredes Navarrete 300 días Remisión condicional por 1 año 

Ignacio Andrés Henríquez Rodríguez 
541 días 

Remisión condicional por igual duración que el de 

la pena privativa 

Alexis Sebastián de Jesús Sepúlveda 

Sazo 
3 años y 1 día 

Libertad vigilada intensiva por igual duración que el 

de la pena privativa 

Rubén Andrés Gajardo González 3 años y 1 día + 

541 días 

Libertad vigilada intensiva por igual duración que el 

de las penas privativas 

Hugo Alejandro González Vidal 
541 días 

Remisión condicional por igual duración que el de 

la pena privativa 

Sebastián Alexander Muñoz 

Villavicencio 
700 días 

Remisión condicional por igual duración que el de 

la pena privativa 

Alejandro Andrés Orellana Vera 
61 días Remisión condicional por 1 año 

Henry Giovanny Cuellar Vega 12 años y 183 días No procede 

Víctor Antonio Lastra Marguirott 
12 años y 183 días No procede 

Juan Ricardo Rosales Apablaza 
3 años y 1 día 

Libertad vigilada intensiva por igual duración que el 

de la pena privativa 

Mario Alejandro Guzmán Yuri 41 días Remisión condicional de 1 año 

José Santiago Faúndez Sepúlveda 15 años No procede 

Milovan Rojas Barrera 5 años No procede 

Carlos Robledo Olguín 10 años No procede 

José Andrés Arenas Mancilla 5 años No procede 

Patricio Javier Maturana Ojeda 12 años y 183 días No procede 

Hugo Raúl Navarro Corvalán 

6 años por 391 N°2, 

61 días por 148 y 

541 días por 193 N° 

4 Código Penal 

No procede 

Elaboración propia. 

 

3.2.8.  Medidas cautelares 

 

En el análisis de los casos seleccionados se pudo apreciar que, frente a la gravedad de los 

delitos, las medidas cautelares fueron una medida prioritaria al momento de llevar a cabo el 

procedimiento formal de investigación. 
 

 
93  Ibidem. 
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Figura 6. Medidas cautelares aplicadas. 

 
Elaboración propia. 

 

Estas medidas requieren del cumplimiento de dos requisitos: la apariencia (humo) de buen 

derecho (fumus boni iuris) y el peligro en el retardo (periculum in mora)94. Estos conceptos 

representan, en cierta medida, una restricción para la imposición de medidas cautelares que 

puedan vulnerar la libertad personal de los imputados. La medida cautelar más gravosa es la 

prisión preventiva, la cual, según establece el artículo 139 del Código Procesal Penal 

“procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren estimadas insuficientes 

para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.”95 

A pesar de esta disposición, la prisión preventiva fue la medida cautelar más utilizada, 

afectando a 11 acusados. 

Es importante señalar que, en los casos de prisión preventiva y privación de libertad del 

artículo 155, letra a), del Código Procesal Penal, al imputado se le otorga el beneficio de 

abonar los días privado de libertad en el tiempo de condena respectivo: 

 
Que, por no reunir los requisitos contempladas en la Ley 18.216 para sustituir el cumplimiento de 

la pena por alguna de las que menciona la citada ley, Patricio Javier Maturana Ojeda deberá 

cumplir la pena impuesta de manera efectiva, sirviéndole de abono para su cumplimiento el tiempo 

que ha permanecido, ininterrumpidamente, privado de libertad con ocasión de esta causa, según 

da cuenta el certificado expedido con esta misma fecha por la ministro de fe del tribunal, entre el 

28 de agosto de 2020 y el 5 de septiembre de 2020, sujeto a presión preventiva y desde el 6 de 

septiembre de 2020 hasta el 11 de octubre de 2022, contabilizando al día de hoy, un total de 774 

(setecientos setenta y cuatro) días, y todo el tiempo que permanezca privado de libertad en esta 

causa hasta la ejecución de la sentencia.96 

  

 
94  ORELLANA (2022), p. 88. 
95  Art. 139 del Código Procesal Penal: “Procedencia de la prisión preventiva. Toda persona tiene derecho a la 

libertad personal y a la seguridad individual. La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas 

cautelares personales fueren estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del 

procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad.” 
96  Sentencia ROL 60-2022, p. 459. 
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3.2.9. Medidas accesorias 

 

En las sentencias analizadas las medidas accesorias se manifiestan en el mismo párrafo de la 

condena establecida por los tribunales. Las medidas accesorias son comúnmente la 

suspensión o inhabilitación de cargos u oficios públicos, establecida en el artículo 22 del 

Código Penal.97 La Figura 7 menciona las medidas accesorias aplicadas en las decisiones 

judiciales revisadas en esta investigación. 

 
Figura 7. Medidas accesorias aplicadas a los imputados. 

Imputado Medidas accesorias 

Ignacio Alejandro Elgueta 

Ancalaf 
Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Jorge Iván Medina Andrade Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Juan Gabriel Maulén Báez Prohibición de acercarse a la víctima/ Obligación de someterse a tratamiento de control 

de impulsos. 

Pedro Gonzalo Lavín 

Villalobos 

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos derechos políticos y de 

inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, incorporación 

de la huella genética del sentenciado al Registro de Condenados por personal de 

Gendarmería de Chile. 

Víctor Andrés Torres 

Aguayo 
No indica. 

Leonardo Esteban Medina 

Camaño 
Suspensión de cargo y oficio público durante el tiempo de la condena y al pago de las 

costas de la causa. 

Nadia Belén Muñoz 

Cornejo 

Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta 

para cargos y oficios mientras dure la condena. 

Francisco Alejandro 

Paredes Navarrete 
Suspensión de cargo u oficio públicos durante el tiempo de la condena. 

Ignacio Andrés Henríquez 

Rodríguez 
Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Alexis Sebastián de Jesús 

Sepúlveda Sazo 

Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos, inhabilitación absoluta para 

cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Rubén Andrés Gajardo 

González 

Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos, inhabilitación absoluta para 

cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Hugo Alejandro González 

Vidal 
Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Sebastián Alexander 

Muñoz Villavicencio 
Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Alejandro Andrés Orellana 

Vera 
Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. 

Henry Giovanny Cuellar 

Vega 

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 

de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

Víctor Antonio Lastra 

Marguirott 

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 

de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

Juan Ricardo Rosales 

Apablaza 

Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la inhabilitación absoluta para 

cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena. 

Mario Alejandro Guzmán 

Yuri 

Suspensión de cargo oficio público durante el tiempo de la condena, por el delito de 

daños simples a la pena de multa de una UTM. 

José Santiago Faúndez 

Sepúlveda 

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 

de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

 
97  Art. 22 del Código Penal: “Son penas accesorias las de suspensión e inhabilitación para cargos y oficios 

públicos, derechos políticos y profesiones titulares en los casos en que, no imponiéndolas especialmente la 

ley, ordena que otras penas las lleven consigo.” 
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Milovan Rojas Barrera 
Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta 

para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena. 

Carlos Robledo Olguín Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 

de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

José Andrés Arenas 

Mancilla 

Inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta 

para cargos y oficios públicos durante el tiempo de la condena. 

Patricio Javier Maturana 

Ojeda 

Inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la 

de inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

Hugo Raúl Navarro 

Corvalán 

Suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena, e inhabilitación 

absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la de 

inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena. 

Elaboración propia. 

 

3.2.10. Análisis de los recursos de nulidad presentados 

 

El artículo 372 del Código Procesal Penal señala que el recurso de nulidad es concedido a 

modo de “invalidar el juicio oral total o parcialmente junto con la sentencia definitiva, o sólo 

esta última, según corresponda, por las causales expresamente señaladas en la ley.”98 Bajo 

esta normativa, a continuación se alude a los recursos que se presentaron en siete de las 14 

causas seleccionadas para este estudio. 

 
  

 
98   Art. 372 del Código Procesal Penal: “Del recurso de nulidad. El recurso de nulidad se concede para invalidar 

el juicio oral total o parcialmente junto con la sentencia definitiva, o sólo esta última, según corresponda, 

por las causales expresamente señaladas en la ley. 

 Deberá interponerse, por escrito, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia definitiva, 

ante el tribunal que hubiere conocido del juicio oral.” 
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Figura 8. Relación del ROL de la causa con los artículos utilizados en el recurso de nulidad. 
ROL Artículos invocados 

23-2022 Recurso de nulidad por la defensa del imputado Medina en razón del artículo 373 b) del Código Procesal 

Penal.99 Recurso de nulidad por la defensa del imputado Elgueta en razón del artículo 374 e) del Código 

Procesal Penal.100 

50-2022 Recurso de nulidad por la defensa del imputado Navarro en razón del artículo 373 b) del Código Procesal 

Penal. 

70-2021 Recurso de nulidad por la defensa del imputado Torres en razón del artículo 373 b) del Código Procesal 

Penal. 

116-2021 Ministerio Público, querellantes particulares e INDH presentan recurso de nulidad en razón de los 

artículos 374 e) en relación al artículo 342 c) y 297 del Código Procesal Penal. En subsidio por el 

Ministerio Público y particulares invocan el artículo 373 b) del mismo código. Defensa del imputado 

Medina recurre al artículo 373 b) del Código Procesal Penal.101 

307-2022 Defensa de los imputados Cuellar y Lastra deduce recurso por el artículo 373 a). Deducen en razón del 

artículo 374 e). Segunda causal subsidiaria, el art. 374 f). Tercera causal subsidiaria, el art. 373 b). Cuarta 

causal subsidiaria, el art. 373 b),. 

433-2022 Recurso de nulidad por la defensa de la imputada Muñoz en razón del artículo 374 e) del Código Procesal 

Penal. 

7578-2021 Recurso de nulidad por la defensa del imputado Orellana en razón del artículo 373 b) del Código Procesal 

Penal. 

Elaboración propia. 

 

Como se evidencia en la tabla anterior, los recursos de nulidad tenían como objetivo 

fundamentarse en posibles errores que pudiere haber cometido el tribunal en la aplicación 

del derecho o en la omisión de alguno de los requisitos que menciona el artículo 374, letra 

e), del Código Procesal Penal.  

La dinámica de actuación de los tribunales respecto a los recursos presentados se 

caracteriza principalmente en la repetición de los párrafos de la sentencia que incluyen los 

comentarios supuestamente erróneos o que se habían omitido. 

 
99  Art. 373 del Código Procesal Penal: “Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad total o sólo 

la parcial del juicio oral y de la sentencia, si el vicio hubiere generado efectos que son divisibles y 

subsanables por separado sólo respecto de determinados delitos o recurrentes: 

 a) Cuando, en la cualquier etapa del procedimiento o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren 

infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados 

internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y  

 b) Cuando, en el pronunciamiento de la sentencia, se hubiere hecho una errónea aplicación del derecho que 

hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo.” 
100  Art. 374 del Código Procesal Penal: “Motivos absolutos de nulidad. El juicio oral y la sentencia, o parte de 

éstos, serán siempre anulados: 

 a) Cuando la sentencia hubiere sido pronunciada por un tribunal incompetente, o no integrado por los jueces 

designados por la ley; cuando hubiere sido pronunciada por un juez de garantía o con la concurrencia de un 

juez de tribunal de juicio oral en lo penal legalmente implicado, o cuya recusación estuviere pendiente o 

hubiere sido declarada por tribunal competente; y cuando hubiere sido acordada por un menor número de 

votos o pronunciada por menor número de jueces que el requerido por la ley, o con concurrencia de jueces 

que no hubieren asistido al juicio; 

 b) Cuando la audiencia del juicio oral hubiere tenido lugar en ausencia de alguna de las personas cuya 

presencia continuada exigen, bajo sanción de nulidad, los artículos 284 y 286; 

 c) Cuando al defensor se le hubiere impedido ejercer las facultades que la ley le otorga; 

 d) Cuando en el juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad 

y continuidad del juicio; 

 e) Cuando, en la sentencia, se hubiere omitido alguno de los requisitos previstos en el artículo 342, letras c), 

d) o e); 

 f) Cuando la sentencia se hubiere dictado con infracción de lo prescrito en el artículo 341, y g) Cuando la 

sentencia hubiere sido dictada en oposición a otra sentencia criminal pasada en autoridad de cosa juzgada.” 
101 Vid. artículos 297 y 342 del Código Procesal Penal. 
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Las defensas recurrentemente acudieron al recurso de nulidad sosteniendo que el delito 

imputado a sus patrocinados establecía requisitos más graves que los señalados en las 

sentencias. Un caso de particular interés es el debate suscitado en torno a la comprensión del 

dolo eventual en delitos frustrados o consumados: 

 
Respecto al elemento subjetivo del tipo, es decir, “dolo eventual” con el que habría actuado su 

representado declarado por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Ovalle en la sentencia 

impugnada, es de suyo incompatible con una etapa de desarrollo imperfecto del delito de 

homicidio, por lo que la decisión ajustada a derecho decía relación con una calificación jurídica 

de los hechos relacionada con el artículo 397 N° 2 del Código Penal y no, como erróneamente se 

ha estimado, con las figuras de los artículos 391 N° 2 y N° 7 del mismo cuerpo legal.102 

 

Que, a fin de dirimir lo planteado en el recurso, es menester tener presente que el dolo de la 

tentativa es el mismo dolo de la consumación, como quiera que la tentativa no es un delito en sí 

mismo, sino forma imperfecta de un delito determinado, un tipo dependiente de otro autónomo, 

que yace en la Parte especial.103 

 

Otro caso relevante es sobre el único recurso de nulidad acogido, y es que el tribunal 

decidió determinar que el actuar del imputado correspondía efectivamente a una legítima 

defensa frente al ataque previo realizado por la víctima. Torres Aguayo fue posteriormente 

absuelto del delito de Violencias Innecesarias del artículo 330 N° 2 del Código de Justicia 

Militar: 

 
Que, por los razonamientos contenidos en el fallo de nulidad que antecede, cabe estimar que 

favorece al acusado Víctor Andrés Torres Aguayo, la causal de justificación o eximente de 

responsabilidad criminal del artículo 10 N 4 del Código Penal, esto es, la legítima defensa de su 

persona, respecto del delito que la acusación le atribuye, teniendo presente para ello, lo 

argumentado en los motivos octavo a décimo cuarto de la sentencia de nulidad precedente, los que 

se reproducen y en virtud de los que se ha establecido, que el hecho de provocarle lesiones a la 

víctima fue precedido de una agresión ilegítima de su parte, sin que mediare provocación 

suficiente por parte del acusado, el que se defendió de la única manera que le era posible, 

haciéndolo en forma racional y sólo lo con ánimo defensivo, demostrando que sólo pretendía 

detener a su ofensor.104 

 

Por último, es pertinente señalar que uno de los recursos de nulidad fue rechazado de plano 

debido a su improcedencia sobre una sentencia definitiva dictada en un procedimiento 

abreviado.105 Por otro lado, se registraron tres casos en donde las defensas respectivas 

también presentaron recursos de apelación, siendo todos acogidos. Este conjunto de 

resultados demuestra la variedad de estrategias que las partes emplean en los juicios y cómo 

los tribunales logran responder certeramente a cada recurso.106 

 

  

 
102  Recurso de nulidad ROL 50-2022, p.2. 
103  Id., p.7. 
104  Recurso de nulidad ROL 70-2021, p.1 
105  Causa ROL 7578-2021. 
106  ROL 116-2021, ROL 7578-2021, ROL 50-2020. 
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3.3. Balance y análisis crítico 

 

El estudio detallado de las sentencias condenatorias derivadas del estallido social en contra 

de agentes estatales nos arroja elementos cruciales del proceso judicial y sus implicaciones 

en el resguardo y garantía de los derechos humanos. Se logra apreciar un panorama completo 

sobre la complejidad de los juicios y los desafíos que deben enfrentar las víctimas en busca 

de justicia. 

En primer lugar, la diversidad de medidas, procedimientos y penas aplicadas en estos 

casos revela la complejidad inherente de estos juicios. Explicando en cierta medida el escaso 

porcentaje de causas que han logrado establecer condenas efectivas. 

En segundo lugar, la importancia de la prisión preventiva como medida cautelar demuestra 

ser una alternativa propicia para el resguardo de las víctimas, especialmente para aquellas 

que acusaron apremios ilegítimos.  

En tercer lugar, sobre las penas impuestas por los tribunales, el parámetro para establecer 

una mayor o menor pena puede verse fundado en la gravedad del delito, la calidad de las 

pruebas, el actuar del imputado después de haber cometido el delito y el estado futuro de la 

víctima. Es notable que el rol que ejercen los tribunales no es establecer la pena más gravosa 

para el imputado, sino la más justa, subrayando la así la naturaleza de nuestro sistema judicial 

no retributivo. 

Finalmente, la aplicación penas sustitutivas resalta la relevancia de la reinserción social y 

la prevención de someter al condenado a un entorno que pueda potenciar otras conductas 

delictivas. 

 

4. Conclusiones y comentarios finales 
 

En el presente estudio se abordó el análisis de las motivaciones que condujeron a los jueces 

a emitir sentencias condenatorias en relación a las causas referidas a violaciones a los 

derechos humanos en el estallido social. El estudio de dichas sentencias permitió comprender 

las decisiones de los jueces en distintas categorías que abarcan desde el tipo de procedimiento 

hasta las medidas accesorias que se llevaron a cabo. 

En el análisis de las medidas cautelares se evidenció la importancia de la prisión 

preventiva en casos relacionados con víctimas de apremios ilegítimos. De manera 

complementaria, las penas sustitutivas resaltan la relevancia de la reinserción social en el 

sistema penal al mantener una pena y no un beneficio, pero con un enfoque en la 

reintegración. 

En cuanto a las penas impuestas, pudimos observar un equilibrio entre la gravedad del 

delito, la calidad de las pruebas presentadas y el futuro estado de la víctima. Este aspecto 

podría sugerir la importancia del principio de proporcionalidad en nuestro sistema judicial. 

En el transcurso de la investigación se evidenció que un elemento común en todos los 

tribunales analizados fue la aplicación de medidas cautelares, destacándose de manera 

significativa la del artículo 11 N° 6 del Código Penal, conocida como “irreprochable 

conducta.” Aunque esta atenuante encuentra respaldo por la ley, es sustancial señalar que 

esta atenuante fue aplicada de manera uniforme y sin mayores inconvenientes en delitos que 

abarcaron apremios ilegítimos, violencia innecesaria con resultado de muerte o lesiones 
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graves, así como homicidio frustrado. Este patrón solamente necesitaba simplemente realizar 

una revisión de los antecedentes penales y evaluar el extracto de filiación del acusado: 

 
el requisito de irreprochable conducta anterior es puramente negativo y, por lo tanto, para gozar 

de la atenuación no es necesario que se demuestre que el sentenciado ha llevado una vida ejemplar 

o particularmente virtuosa, ya que esto último implica una actitud positiva. La jurisprudencia 

uniformemente ha reconocido esta atenuante a quien carece de condenas por sentencia 

ejecutoriada por hechos ocurridos con anterioridad al actual juzgamiento, y dictadas también con 

anterioridad al inicio de éste, presupuesto que se cumple en este caso.107 

 

Que respecto a la fundamentación de esta atenuante, debemos señalar necesariamente que algunos 

autores justifican la atenuación en una menor peligrosidad del agente, pues ella revela la actitud 

del sujeto frente a la sociedad; y otros como Garrido Montt, indican que la menor reprochabilidad 

del agente hace que disminuya la pena. Lo cierto es que los criterios parecen concordar en que la 

mitigación de la sanción corporal, en esta sede descansa únicamente en la irreprochabilidad de la 

conducta social del individuo, y no del contenido ético del mismo, reprochabilidad de la que en 

todo caso se excluyen las simples faltas e incluso “los delitos que no merecen una reprobación 

ético – social intensa, como por ejemplo los delitos culposos”. En concreto, como bien se afirma 

la irreprochabilidad debe entenderse sólo respecto de la conducta social del individuo.108 

 

Las citas seleccionadas permiten observar que la medida atenuante de “irreprochable 

conducta” puede considerarse como una herramienta de reducción de condena de relativa 

simplicidad. El año 2012, un grupo de diputados propuso un proyecto de ley que buscaba 

establecer una excepción a la aplicación de la irreprochable conducta contra delitos de 

“homicidio, violación, secuestro y abusos sexuales perpetrados contra menores de edad”.109 

Aunque dicho proyecto de ley no ha tenido efecto hasta la fecha, la consideración de la 

gravedad de los delitos en cuestión plantea interrogantes sobre la equidad de aplicar medidas 

atenuantes tan fácil en casos que involucran a culpables por los delitos que este estudio 

señala. 

Debido a las limitaciones inherentes a esta investigación, no es factible establecer una 

relación definitiva entre la aplicabilidad de atenuantes, como la “irreprochable conducta”, en 

delitos relacionados con violaciones a los derechos humanos. Seria de interés que futuros 

estudios aborden los criterios específicos que podrían considerarse para excluir la aplicación 

de una atenuante en situaciones de delitos de lesa humanidad.  

Finalmente, este estudio subraya la complejidad de los procesos judiciales en casos 

vinculados al estallido social, agravada con la presencia de una pandemia. Esto invita a una 

reflexión continua sobre el respeto y garantía de los derechos humanos, así como la 

reparación y búsqueda de justicia en nuestro país. 

 

  

 
107  CORNEJO (2022), p.13. 
108  Sentencia ROL 23-2022, p.46. 
109  Cámara de Diputados, Boletín N° 8256-07. 
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Anexos 
 

A. Normativa relevante 
 

ART. 21 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA 

Todo individuo que se hallare arrestado, detenido o preso con infracción de lo dispuesto en la Constitución o 

en las leyes, podrá ocurrir por sí, o por cualquiera a su nombre, a la magistratura que señale la ley, a fin de que 

ésta ordene se guarden las formalidades legales y adopte de inmediato las providencias que juzgue necesarias 

para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 

Esa magistratura podrá ordenar que el individuo sea traído a su presencia y su decreto será precisamente 

obedecido por todos los encargados de las cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, 

decretará su libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición 

del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, y corrigiendo por sí esos defectos o dando 

cuenta a quien corresponda para que los corrija. 

El mismo recurso, y en igual forma, podrá ser deducido en favor de toda persona que ilegalmente sufra 

cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en su derecho a la libertad personal y seguridad individual. 

La respectiva magistratura dictará en tal caso las medidas indicadas en los incisos anteriores que estime 

conducentes para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. 

 

ART. 11 DEL CÓDIGO PENAL 

Son circunstancias atenuantes: 

1.° Las expresadas en el artículo anterior, cuando no concurren todos los requisitos necesarios para eximir 

de responsabilidad en sus respectivos casos. 

2.° Derogado. 

3.° La de haber precedido inmediatamente de parte del ofendido, provocación o amenaza proporcionada al 

delito. 

4.° La de haberse ejecutado el hecho en vindicación próxima de una ofensa grave causada al autor, a su 

cónyuge, o su conviviente, a sus parientes legítimos por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en 

la colateral hasta el segundo grado inclusive, a sus padres o hijos naturales o ilegítimos reconocidos. 

5.° La de obrar por estímulos tan poderosos que naturalmente hayan producido arrebato y obcecación. 

6.° Si la conducta anterior del delincuente ha sido irreprochable. 

7.° Si ha procurado con celo reparar el mal causado o impedir sus ulteriores perniciosas consecuencias. 

8.° Si pudiendo eludir la acción de la justicia por medio de la fuga u ocultándose, se ha denunciado y 

confesado el delito. 

9.° Si se ha colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos. 

10.° El haber obrado por celo de la justicia. 

 

ART. 22 DEL CÓDIGO PENAL 

Son penas accesorias las de suspensión e inhabilitación para cargos y oficios públicos, derechos políticos y 

profesiones titulares en los casos en que, no imponiéndolas especialmente la ley, ordena que otras penas las 

lleven consigo. 

 

ART. 69 DEL CÓDIGO PENAL 

Dentro de los límites de cada grado el tribunal determinará la cuantía de la pena en atención al número y entidad 

de las circunstancias atenuantes y agravantes y a la mayor o menor extensión del mal producido por el delito, 

teniendo en especial consideración la circunstancia de ser la víctima un menor de 18 años, un adulto mayor, 

según lo dispuesto por la ley nº 19.828, o una persona con discapacidad en los términos de la ley nº 20.422. 
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ART. 150 A DEL CÓDIGO PENAL 

El empleado público que, abusando de su cargo o sus funciones, aplicare, ordenare o consintiere en que se 

aplique tortura, será penado con presidio mayor en su grado mínimo. igual sanción se impondrá al empleado 

público que, conociendo de la ocurrencia de estas conductas, no impidiere o no hiciere cesar la aplicación de 

tortura, teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello o estando en posición para hacerlo. 

La misma pena se aplicará al particular que, en el ejercicio de funciones públicas, o a instigación de un 

empleado público, o con el consentimiento o aquiescencia de éste, ejecutare los actos a que se refiere este 

artículo. 

Se entenderá por tortura todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o 

sufrimientos graves, ya sean físicos, sexuales o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero 

información, declaración o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se le impute haber 

cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona, o en razón de una discriminación fundada en motivos tales 

como la ideología, la opinión política, la religión o creencias de la víctima; la nación, la raza, la etnia o el grupo 

social al que pertenezca; el sexo, la orientación sexual, la identidad de género, la edad, la filiación, la apariencia 

personal, el estado de salud o la situación de discapacidad. 

Se entenderá también por tortura la aplicación intencional de métodos tendientes a anular la personalidad 

de la víctima, o a disminuir su voluntad o su capacidad de discernimiento o decisión, con alguno de los fines 

referidos en el inciso precedente. Esta conducta se sancionará con la pena de presidio menor en su grado 

máximo. 

No se considerarán como tortura las molestias o penalidades que sean consecuencia únicamente de 

sanciones legales, o que sean inherentes o incidentales a éstas, ni las derivadas de un acto legítimo de autoridad. 

 

ART. 150 B DEL CÓDIGO PENAL 

Si con ocasión de la tortura se cometiere además: 

1° Homicidio, se aplicará la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado. 

2° Alguno de los delitos previstos en los artículos 361, 362, 365 bis, 395, 396 o 397, número 1°, la pena 

será de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo. 

3° Alguno de los cuasidelitos a que se refiere el artículo 490, número 1°, la pena será de presidio mayor en 

su grado medio. 

 

ART. 150 C DEL CÓDIGO PENAL  

En los casos previstos en los artículos 150 A y 150 B se excluirá el mínimum o el grado mínimo de la pena 

señalada, según corresponda, al que torture a otro que se encuentre, legítima o ilegítimamente, privado de 

libertad, o en cualquier caso bajo su cuidado, custodia o control. 

 

ART. 150 D DEL CÓDIGO PENAL 

El empleado público que, abusando de su cargo o sus funciones, aplicare, ordenare o consintiere en que se 

apliquen apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, que no alcancen a constituir 

tortura, será castigado con las penas de presidio menor en sus grados medio a máximo y la accesoria 

correspondiente. Igual sanción se impondrá al empleado público que, conociendo de la ocurrencia de estas 

conductas, no impidiere o no hiciere cesar la aplicación de los apremios o de los otros tratos, teniendo la facultad 

o autoridad necesaria para ello o estando en posición para hacerlo. 

 Si la conducta descrita en el inciso precedente se cometiere en contra de una persona menor de edad o en 

situación de vulnerabilidad por discapacidad, enfermedad o vejez; o en contra de una persona que se encuentre 

bajo el cuidado, custodia o control del empleado público, la pena se aumentará en un grado. 

 No se considerarán como apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes las molestias 

o penalidades que sean consecuencia únicamente de sanciones legales, o que sean inherentes o incidentales a 

éstas, ni las derivadas de un acto legítimo de autoridad. 

 Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, si los hechos constituyeren algún delito o delitos de 

mayor gravedad, se estará a la pena señalada para ellos. 
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ART. 150 E DEL CÓDIGO PENAL 

 

Si con ocasión de los apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes se cometiere además: 

1° Homicidio, se aplicará la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo. 

2° Alguno de los delitos previstos en los artículos 361, 362, 365 bis, 395, 396 o 397, número 1°, la pena 

será de presidio mayor en su grado medio. 

3° Alguno de los cuasidelitos a que se refiere el artículo 490, número 1°, la pena será de presidio menor en 

su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. 

 

ART. 139 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Procedencia de la prisión preventiva. Toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la seguridad 

individual. La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren estimadas 

por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del procedimiento, la seguridad del ofendido o de 

la sociedad. 

 

ART. 297 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL  

 

Valoración de la prueba. Los tribunales apreciarán la prueba con libertad, pero no podrán contradecir los 

principios de la lógica, las máximas de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados. 

    El tribunal deberá hacerse cargo en su fundamentación de toda la prueba producida, incluso de aquélla 

que hubiere desestimado, indicando en tal caso las razones que hubiere tenido en cuenta para hacerlo. 

    La valoración de la prueba en la sentencia requerirá el señalamiento del o de los medios de prueba 

mediante los cuales se dieren por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por 

probados. Esta fundamentación deberá permitir la reproducción del razonamiento utilizado para alcanzar las 

conclusiones a que llegare la sentencia. 

 

ART. 340 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Convicción del tribunal. Nadie podrá ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, 

más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubiere cometido el hecho punible objeto 

de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley. 

El tribunal formará su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral. 

No se podrá condenar a una persona con el solo mérito de su propia declaración. 

 

ART. 341 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Sentencia y acusación. La sentencia condenatoria no podrá exceder el contenido de la acusación. En 

consecuencia, no se podrá condenar por hechos o circunstancias no contenidos en ella. 

Con todo, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta de aquella contenida en la 

acusación o apreciar la concurrencia de causales modificatorias agravantes de la responsabilidad penal no 

incluidas en ella, siempre que hubiere advertido a los intervinientes durante la audiencia. 

Si durante la deliberación uno o más jueces consideraren la posibilidad de otorgar a los hechos una 

calificación distinta de la establecida en la acusación, que no hubiere sido objeto de discusión durante la 

audiencia, deberán reabrirla, a objeto de permitir a las partes debatir sobre ella. 

 

ART. 342 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Contenido de la sentencia. La sentencia definitiva contendrá: 

a) La mención del tribunal y la fecha de su dictación; la identificación del acusado y la de el o los acusadores; 

b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la acusación; en su caso, 

los daños cuya reparación reclamare en la demanda civil y su pretensión reparatoria, y las defensas del acusado; 

c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por 

probados, fueren ellos favorables o desfavorables al acusado, y de la valoración de los medios de prueba que 

fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 297; 
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d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar jurídicamente cada uno de los hechos y sus 

circunstancias y para fundar el fallo; 

e) La resolución que condenare o absolviere a cada uno de los acusados por cada uno de los delitos que la 

acusación les hubiere atribuido; la que se pronunciare sobre la responsabilidad civil de los mismos y fijare el 

monto de las indemnizaciones a que hubiere lugar; 

f) El pronunciamiento sobre las costas de la causa, y 

g) La firma de los jueces que la hubieren dictado. 

La sentencia será siempre redactada por uno de los miembros del tribunal colegiado, designado por éste, en 

tanto la disidencia o prevención será redactada por su autor. La sentencia señalará el nombre de su redactor y 

el del que lo sea de la disidencia o prevención. 

 

ART. 372 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Del recurso de nulidad. El recurso de nulidad se concede para invalidar el juicio oral total o parcialmente junto 

con la sentencia definitiva, o sólo esta última, según corresponda, por las causales expresamente señaladas en 

la ley. 

Deberá interponerse, por escrito, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la sentencia definitiva, 

ante el tribunal que hubiere conocido del juicio oral. 

 

ART. 373 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Causales del recurso. Procederá la declaración de nulidad total o sólo la parcial del juicio oral y de la sentencia, 

si el vicio hubiere generado efectos que son divisibles y subsanables por separado sólo respecto de determinados 

delitos o recurrentes: 

a) Cuando, en la cualquier etapa del procedimiento o en el pronunciamiento de la sentencia, se hubieren 

infringido sustancialmente derechos o garantías asegurados por la Constitución o por los tratados 

internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y  

b) Cuando, en el pronunciamiento de la sentencia, se hubiere hecho una errónea aplicación del derecho que 

hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo. 

 

ART.374 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Motivos absolutos de nulidad. El juicio oral y la sentencia, o parte de éstos, serán siempre anulados: 

a) Cuando la sentencia hubiere sido pronunciada por un tribunal incompetente, o no integrado por los jueces 

designados por la ley; cuando hubiere sido pronunciada por un juez de garantía o con la concurrencia de un juez 

de tribunal de juicio oral en lo penal legalmente implicado, o cuya recusación estuviere pendiente o hubiere 

sido declarada por tribunal competente; y cuando hubiere sido acordada por un menor número de votos o 

pronunciada por menor número de jueces que el requerido por la ley, o con concurrencia de jueces que no 

hubieren asistido al juicio; 

b) Cuando la audiencia del juicio oral hubiere tenido lugar en ausencia de alguna de las personas cuya 

presencia continuada exigen, bajo sanción de nulidad, los artículos 284 y 286; 

c) Cuando al defensor se le hubiere impedido ejercer las facultades que la ley le otorga; 

d) Cuando en el juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad 

y continuidad del juicio; 

e) Cuando, en la sentencia, se hubiere omitido alguno de los requisitos previstos en el artículo 342, letras c), 

d) o e); 

f) Cuando la sentencia se hubiere dictado con infracción de lo prescrito en el artículo 341, y g) Cuando la 

sentencia hubiere sido dictada en oposición a otra sentencia criminal pasada en autoridad de cosa juzgada. 

 

ART. 413 DEL CÓDIGO PROCESAL PENAL 

 

Contenido de la sentencia en el procedimiento abreviado. La sentencia dictada en el procedimiento abreviado 

contendrá: 

a) La mención del tribunal, la fecha de su dictación y la identificación de los intervinientes; 

b) La enunciación breve de los hechos y circunstancias que hubieren sido objeto de la acusación y de la 

aceptación por el acusado, así como de la defensa de éste; 
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c) La exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos que se dieren por probados sobre la 

base de la aceptación que el acusado hubiere manifestado respecto a los antecedentes de la investigación, así 

como el mérito de éstos, valorados en la forma prevista en el artículo 297; 

d) Las razones legales o doctrinales que sirvieren para calificar jurídicamente cada uno de los hechos y sus 

circunstancias y para fundar su fallo; 

e) La resolución que condenare o absolviere al acusado. La sentencia condenatoria fijará las penas y se 

pronunciará sobre la aplicación de alguna de las penas sustitutivas a la privación o restricción de libertad 

previstas en la ley; 

f) El pronunciamiento sobre las costas, y g) La firma del juez que la hubiere dictado. 

La sentencia que condenare a una pena temporal deberá expresar con toda precisión el día desde el cual 

empezará ésta a contarse y fijará el tiempo de detención o prisión preventiva que deberá servir de abono para 

su cumplimiento. 

La sentencia condenatoria dispondrá también el comiso de los instrumentos o efectos del delito o su 

restitución, cuando fuere procedente. 

 

ART. 330 DEL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR 

 

El militar que, con motivo de ejecutar alguna orden superior o en el ejercicio de funciones militares, empleare 

o hiciere emplear, sin motivo racional, violencias innecesarias para la ejecución de los actos que debe practicar, 

será castigado: 

1° Con la pena de presidio mayor en sus grados mínimo a medio si causare la muerte del ofendido; 

2° Con la de presidio menor en su grado medio a presidio mayor en su grado mínimo si le causare lesiones 

graves; 

3° Con la de presidio menor en sus grados mínimo a medio si le causare lesiones menos graves, y 

4° Con la de prisión en su grado máximo a presidio menor en su grado mínimo si no le causare lesiones o 

si éstas fueren leves. 

Si las violencias se emplearen contra detenidos o presos con el objeto de obtener datos, informes, 

documentos o especies relativos a la investigación de un hecho delictuoso, las penas se aumentarán en un grado. 

 

ART. 15 DE LA LEY 18.126 

 

La libertad vigilada podrá decretarse: 

a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no 

excediere de tres, o 

b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el 

tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 

del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el 

texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad 

que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años. 

En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente: 

1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se 

considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito 

sobre el que recayere la nueva condena, y 

2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y 

posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir 

que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, parece eficaz en el caso 

específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes 

antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal 

Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a 

Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 

344 del Código Procesal Penal. 
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B. Listado de sentencias condenatorias analizadas 

 
1. 10° Juzgado de Garantía de Santiago (2019), ROL 3847-2019. 

2. Juzgado de Garantía de Chillán (2020), ROL 890-2020. 

3. Juzgado de Garantía de Rancagua (2020), ROL 957-2020. 

4. Juzgado de Garantía de San Antonio (2021), ROL 7578-2021. 

5. Juzgado de Garantía de Viña del Mar (2019), ROL 15183-2019. 

6. Tribunal Oral en lo Penal de Concepción (2021), ROL 70-2021. 

7. Tribunal Oral en lo Penal de Concepción (2021), ROL 116-2021. 

8. Tribunal Oral en lo Penal de Colina (2022), ROL 52-2022. 

9. Tribunal Oral en lo Penal de La Serena (2022), ROL 170-2022 (Causa reservada). 

10. Tribunal Oral en lo Penal de Ovalle (2020), ROL 50-2020 (Causa reservada). 

11. Tribunal Oral en lo Penal de Puerto Montt (2022), ROL 23-2022. 

12. Tribunal Oral en lo Penal de San Bernardo (2022), ROL 60-2022 (Causa reservada). 

13. Tribunal Oral en lo Penal de San Bernardo (2022), ROL 307-2022. 

14. Tribunal Oral en lo Penal de Viña del Mar (2022), ROL 433-2022. 

 

C. Otras causas 

 
1. 7° Juzgado de Garantía de Santiago (2019). RIT 18667-2019. 

2. Corte de Apelaciones de Santiago (2019). Rol 172790-2019. 

 

D. Otros antecedentes 

 
EN LO PRINCIPAL: SOLICITA LO QUE INDICA 

EN EL OTROSÍ : FORMA DE NOTIFICACIÓN 

 

S.J. DE GARANTIA DE SANTIAGO (10°) 

 

PAULINA DIAZ OBILINOVIC, Fiscal de la Fiscalía Especializada de delitos Violentos, Económicos y 

Funcionarios, domiciliado en Gran Avenida José Miguel Carrera N° 3814, comuna de San Miguel, en causa 

RUC N.º 1910066035-3, a US. respetuosamente digo: 

Que vengo en solicitar en forma excepcional, se anticipe y reprograme en fecha próxima audiencia de 

formalización de investigación, fijada por vuestro tribunal para el día 15 de JUNIO de 2021 a las 11:30 horas, 

según consta en resolución de fecha 15 de febrero de 2021 en atención a los siguientes antecedentes de hecho 

y de derecho: 

1. Que resulta un hecho público y notorio que nuestro país sigue enfrentando en menor medida, una 

contingencia sanitaria de salud, Covid-19 y que en razón de ésta emergencia sanitaria, tanto la Fiscalía como el 

Poder judicial debieron adoptar diversas medidas de resguardo de intereses tanto de intervinientes y funcionario, 

entre ellos la calendarización de audiencias programas, existiendo a la fecha un retraso y un gran número de 

audiencias pendientes de realización. 

2. Que bajo esta lógica, y teniendo presente las dificultades que ello presenta, esta parte solicita que se 

reconsidere en forma excepcional, la fecha de formalización de la investigación, fijada para el día 15 de junio 

de 2021, anticipando su realización para que el referido acto procesal se desarrolle en un plazo razonable y 

prudente, considerando es un acto procesal de suma relevancia, toda vez que se comunica a los imputados la 

investigación que se desarrolla en su contra por uno o más delitos, conforme lo establece el art. 229 del Código 

Procesal Penal. 

3. Que a mayor abundamiento, la Constitución Política en su artículo 19 N° 3 consagra el derecho al 

debido y justo proceso, lo que implica entre otras cosas, dar un curso progresivo a la investigación por parte del 

sistema judicial, evitando con ello dilaciones indebidas.  

4. Que en ese mismo orden de ideas, el artículo 7 del Código Procesal Penal, señala los derechos y 

garantías que le asisten al imputado, lo que implica conocer sin demora  y desde la primera actuación del 

procedimiento dirigido en su contra, los hechos materia de investigación y delito por el cual se le atribuye 
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participación. En razón a ello, y considerando que para éste caso particular, los coimputados se encuentran 

formalizados y sujetos a medidas cautelares gravosas entre ellas la prisión preventiva.  

5. Finalmente y conforme al art. 231 del Código Procesal Penal en su fin último y considerando el espíritu 

general de la legislación que tiene objeto darle curso progresivo al proceso penal, para que este se tramite en 

forma rápida y expedita, considerando además la excepcionalidad de ésta solicitud, es que se solicita la 

reprogramación y anticipación de la audiencia de formalización de la investigación. 

POR TANTO; 

RUEGO A U.S. Se sirva acoger lo solicitado, reconsiderando la fecha de formalización fijada para el día 15  

de  junio 2021, decretando su reprogramación y se anticipe su celebración a una fecha próxima, que US. Estime 

pertinente.  

EN EL OTROSÍ: RUEGO A U.S. se sirva tener presente, que fijo domicilio en GRAN AVENIDA JOSÉ 

MIGUEL CARRERA N°3814, SAN MIGUEL, y solicito se notifiquen las resoluciones de esta causa a la 

dirección de correo electrónico pdiazo@minpublico.cl y rsanchezm@minpublico.cl.  

PAULINA DIAZ OBILINOVIC 

FISCAL 

FISCALÍA DE DELITOS VIOLENTOS, ECONÓMICOS Y FUNCIONARIOS 

FISCALIA REGIONAL METROPOLITANA SUR 


